Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 38 minutos.) 


-La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado tiene el gusto de recibir al 
señor Subsecretario de Defensa Nacional, al Director General de Secretaría y a sus asesores a fin de 
tratar los artículos correspondientes al Inciso 03, Ministerio de Defensa Nacional, del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal que tenemos a estudio. 


Tiene la palabra el señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señora Presidenta, señores Senadores: como siempre, es un gusto estar 
en esta Casa, en este caso tratando la Rendición de Cuentas 2012. 


Antes de comenzar con el tema que nos convoca en el día de hoy quisiera referirme a una 
serie de aspectos de orden general que tienen que ver con lo que es nuestro Ministerio de Defensa 
Nacional y, en particular, con lo que determina la Ley Marco de Defensa Nacional, aprobada en febrero 
de 2010 por la unanimidad de los sectores políticos con representación parlamentaria. Esta es nuestra 
ley guía en cuanto a nuestras misiones, a nuestros deberes y a nuestros derechos, como así también a 
los deberes y derechos de todos los ciudadanos respecto a la defensa de nuestra República Oriental 
del Uruguay. 


En el artículo 1% de esta ley se establece: “La Defensa Nacional comprende el conjunto de 
actividades civiles y militares dirigidas a preservar la soberanía y la independencia de nuestro país, a 
conservar la integridad del territorio y de sus recursos estratégicos, así como la paz de la República, en 
el marco de la Constitución y las leyes; contribuyendo a generar las condiciones para el bienestar 
social, presente y futuro de la población”. Esta definición es el resultado de la elaboración de todos los 
actores políticos pero también de un sinnúmero de actores que nada tienen que ver con la defensa, 
que representan a un espectro amplio: académico, civil, militar, representantes de Intendencias, de 
sectores agremiados, de corporaciones, etcétera. Pues bien, se llegó así a una definición que, por un 
lado, tiene en cuenta elementos tradicionales que caracterizan nuestra defensa militar y, por otro, 
incorpora nuevos componentes sobre la base de la reafirmación del respeto a la Constitución y la ley. 
La defensa de nuestra soberanía, de nuestra independencia, de nuestra integridad territorial, es un 
principio que identifica los criterios de defensa tanto de nuestro país como de nuestras Américas. 


Importa destacar también otros elementos relacionados con la defensa de los recursos 
estratégicos de nuestro país y todo lo que tiene que ver con la intención de contribuir a la generación 
de mejores condiciones en lo que refiere al bienestar -presente y futuro- de nuestra población. Son 
estos elementos esencialmente nuevos y, diría, paradigmáticos desde el punto de vista de la 
concepción de la defensa. 


Estamos muy contentos con esta definición porque entendemos que apunta al fondo de lo 
que es un criterio amplio de defensa, criterio que obviamente es acompañado por la concepción que 
impera actualmente en una serie de países de América del Sur y otras partes del mundo. Por supuesto, 
no es suficiente con estampar estos conceptos en una ley -darles forma legal- reglamentarlos y 
transcribirlos en un documento gráfico, sino que es necesario prepararse. Me refiero a que se debe 
prealistar las dependencias del Ministerio de Defensa Nacional, lo que significa: alistar a los integrantes 
de nuestras Fuerzas desde el punto de vista militar, pero también civil; generar infraestructura y 
fundamentalmente hacer que cada uno de los integrantes de los distintos organismos -los que ejecutan 
y los que controlan- tomen conciencia de esto. Por supuesto, para poder llevar adelante esta 
asignación de funciones se requiere que desde la Administración, desde el Estado, se dispongan los 
recursos económicos necesarios. 


He hecho este preámbulo porque este país, que se ha desarrollado notablemente -por 
suerte- como resultado de la aplicación de políticas proactivas, demanda un Ministerio de Defensa 


Nacional que dé respuestas. Es cierto que desde el punto de visto presupuestal hemos evolucionado, 
pero reitero que deben darse respuestas de acuerdo a lo que oportunamente aprobó el Parlamento. 


Como todos sabemos, nuestro Ministerio no es de los que fueron atendidos en primera línea, 
ni por este Gobierno ni por el anterior, porque tenían otras prioridades, con las cuales, obviamente, 
estamos de acuerdo. Se ha requerido atención central, por ejemplo, para todos los temas de carácter 
social, de salud y de seguridad del país, y nuestro Ministerio ha tenido una evolución que podríamos 
llamar vegetativa en materia de asignaciones presupuestales para seguir funcionando. Sin embargo, 
como ya dije, paralelamente hemos tenido ampliación de funciones y se nos han asignado nuevas 
misiones que tienen que ver con el Estado en su conjunto. 


Antes de continuar con la evolución que mencioné en cuanto a las áreas programáticas que el 
Estado ha establecido para elaborar nuestro Presupuesto Nacional, voy a mencionar, en orden 
alfabético, programas como Administración de la Justicia -allí estamos, allí está el Ministerio de 
Defensa Nacional en lo que tiene que ver con la Justicia Militar- Asuntos Legislativos -obviamente, 
también estamos en actividad permanente- y Ciencia, Tecnología e Innovación, donde el Ministerio 
está presente en una serie de programas que tienen que ver con la evolución de la tecnología y de la 
ciencia en nuestro país, y también fuera de fronteras, como por ejemplo, en la Antártida; es más, lo que 
el Ministerio de Defensa Nacional hace allí daría como para hablar una sesión entera. 


En lo que respecta a Cultura y Deporte, nuestro Ministerio tiene programas que tienen que ver 
con su propia estructura y con otra que trasvasa sus límites. En Desarrollo Productivo, por supuesto 
que estamos, sobre todo en lo que se relaciona con el área marítima y naval, con la construcción de 
barcazas y de empujadores. Tenemos un polo de desarrollo marítimo sin precedentes, si lo 
comparamos con años pasados, cuando la industria nacional prácticamente había desaparecido; en 
cambio, hoy estamos en condiciones de crear nuestras propias plataformas, algunas con nuestros 
medios y otras en asociación con actores privados, nacionales o internacionales. Asimismo, el Servicio 
de Material y Armamento lleva adelante la producción de explosivos, en una demanda creciente por el 
futuro cercano de nuestro país. 


En lo que respecta a Educación, tenemos programas propios para la formación de los 
Cadetes de los distintos Comandos, pero también aportamos en áreas que tienen que ver con las 
tecnologías marítimas y aeronáuticas. En acuerdos realizados con UTU y con otros organismos del 
Estado, damos cursos extraedad, tanto para integrantes de nuestras propias Fuerzas como para 
vecinos de algunas unidades del Ejército y de la Armada Nacional. En otras áreas relacionadas con la 
educación, el Ministerio de Defensa Nacional se ha movido en un universo sin fronteras desde el punto 
de vista de los aportes que ha realizado. Cuando digo “sin fronteras”, me refiero a fronteras que tienen 
que ver con las tecnologías propias, a veces perdidas, al hombre del interior, a recursos que se han ido 
perdiendo por una oferta distinta a la de años anteriores, que a veces subyacen en los recursos 
humanos de nuestras propias Fuerzas. 


En Infraestructura, Transporte y Comunicaciones también estamos, obviamente, mediante los 
ingenieros del Ejército Nacional y de otras áreas. Además, hay que considerar todo lo que se hace a 
nivel del Plan Juntos, de cada departamento, de cada pueblo, de cada zona perdida del interior del 
país, como una ayuda de carácter permanente de las distintas unidades desplegadas a lo largo y a lo 
ancho del país. 


En cuanto a la protección y seguridad social, hay muchos planes, como el “Plan 
Pedaleando”, el relativo al boleto de Transporte Metropolitano y también se realiza una serie de tareas 
que tienen que ver con la vivienda. 


En cuanto a la salud, menciono la Sanidad del Ministerio de Defensa Nacional que atiende 
en el hospital central a más de 170.000 ciudadanos, entre los que hay funcionarios, ex funcionarios y 
familiares. También hay que destacar los centros de atención periférica, que están distribuidos a lo 
largo y ancho de nuestro país, en los que se brinda atención primaria en relación, en muchos casos, 
con la atención del eje público. 


Por su parte, los servicios públicos generales que brindamos -y que mencioné anteriormente- 
están en estrecha relación con las Intendencias Departamentales, a las cuales se les da la seguridad 
de que esos servicios estarán siempre presentes. 


En lo relativo a vivienda -como ya lo dijimos- hay una serie de planes para dar atención a los 
sectores más desprotegidos de nuestras propias instituciones. En ese sentido, la emergencia de 
vivienda ha sido atendida por el Ministerio de Defensa Nacional como uno de los factores primarios y 
así lo ha considerado esta Administración. 


Quería hacer estas menciones porque creo que no son ajenas al tratamiento del Presupuesto 
nacional del Inciso 03 “Ministerio de Defensa Nacional”. En este caso, los ciudadanos de nuestro país 
no solo aportan para formar militares -que se necesitan- sino también para hacer posibles programas 
que están al servicio de esa gran definición que elaboraron el Poder Ejecutivo y los legisladores 
nacionales en su conjunto. 


Este Presupuesto ha tenido una evolución. Hoy, el 4.2% del Presupuesto del Estado 
corresponde al Inciso 03 “Ministerio de Defensa Nacional”. Ese porcentaje significa un 8% del gasto de 
la Administración Central y de los organismos incluidos en el artículo 220 de la Constitución de la 
República y un 1.1% del PIB de nuestro país. Estos valores marcan una gráfica decreciente desde 
1985 a esta parte. Cuando se dio la reinstitucionalización de nuestro país, el Presupuesto del Ministerio 
de Defensa Nacional era casi un 3%, en particular, un 2.92% del PBI. Por otro lado, el 4.2% del 
Presupuesto nacional que hoy señalamos lo desagregamos en un 70.35% para salarios, un 24.36% 
para gastos de funcionamiento y un 5.29% para inversiones. 


En una primera instancia, diríamos que es un Presupuesto desajustado desde el punto de 
vista de las inversiones, pero si sumamos el 70.35% correspondiente a salarios más el 24.36% para 
gastos de funcionamiento, veremos que no es diferente a lo que ocurre en los otros países de América 
Latina. Es la realidad. 


Hace ya algunos años, tomamos un Ministerio donde los Soldados de 1* tenían un sueldo muy 
bajo y sigue siendo muy bajo. Partiendo de un salario de $ 7.100 en el año 2010 -imaginen lo que era 
ese salario en 2005- pensamos llegar en el año 2014 a alrededor de $ 13.000. Si bien es bajo, ese 
salario ha experimentado un 35% de aumento real para estos ciudadanos de la República Oriental del 
Uruguay que, además, son funcionarios públicos. 


¿Cuánto gasta el Uruguay en defensa? ¿Es bueno que se gaste esto? ¿Es mucho? ¿Es 
poco? Todos los que actuamos a nivel político podemos y tenemos la responsabilidad de hacernos 
estas preguntas. De acuerdo a la concepción de todo el equipo que está aquí presente, la defensa es 
una función básica del Estado y creo que los legisladores que votaron la Ley Marco de Defensa 
Nacional también estuvieron convencidos de ello cuando la aprobaron. Ahora, ¿para valorar la justicia 
del gasto en defensa debemos examinar el dinero que gasta el Estado por este concepto, o tenemos 
que considerar otros factores? Personalmente, me afilio a esta última idea. Acá no podemos hacer 
cuentas de almacenero para valorar si es, o no, justo el gasto en defensa; debemos tener otra 
conceptualización. 


Hay una cantidad de organismos, algunos más serios que otros, que evalúan los gastos en 
defensa. En América del Sur, la Unasur, a través del Consejo de Defensa Suramericano, está 
trabajando desde hace un par de años en este tema. Nuestro país contribuyó en la generación de 
transparencia en los gastos de defensa y existe información al respecto elaborada por el propio 
Consejo de Defensa Suramericano y por el Centro de Estudios Estratégicos de la Defensa, que es un 
organismo dependiente del anterior. Esta información está disponible para que los legisladores la 
utilicen cuando lo crean necesario. 


Existen otros organismos que estudian este tema, como la Cepal o el Sipri, que es una 
entidad sueca que estudia con suma seriedad todo lo que tiene que ver con el gasto para la defensa en 
el mundo e, incluso, hizo estudios para nuestro país. Este organismo, compara distintos elementos que 


nos sirven como aproximación, pero reitero que nosotros consideramos que, además del gasto, habría 
que valorar otras cuestiones fundamentales. 


Según la Cepal, en el año 2011 Uruguay dedicaba el 3,77% de su presupuesto público a la 
defensa, casi el triple a la seguridad ciudadana y, alrededor de un 18%, a la educación. Ahora bien, esa 
relación no siempre fue la misma. Al menos hasta el 2002, el Ministerio de Defensa Nacional tuvo una 
asignación presupuestal notoriamente mayor a la del Ministerio del Interior y, si incluimos desde el año 
78 al 85, podemos decir que fue ampliamente mayor a la suma de ANEP y UdelaR. Hago esta 
apreciación porque considero que estos elementos sirven para realizar una valoración. 


Otra forma de valorar nuestro gasto en defensa es compararnos con los países vecinos o 
posibles socios para enfrentar determinado tipo de amenaza que afecte a ambos. Así, por ejemplo, 
nuestra situación geopolítica está claramente marcada por estar entre dos grandes países como Brasil 
y Argentina. En el año 2011 el Uruguay gastó en defensa el 2,54% de lo que es el presupuesto 
brasilero y un 25% del argentino. 


Según la Cepal, Estados Unidos de América gastó veintidós veces el presupuesto de Brasil y 
ochocientos sesenta veces el presupuesto de Uruguay. Nosotros creemos que ese es un dato que deja 
de lado cierto tipo de consideraciones. Creemos que es mucho más. 


Entonces, nos preguntamos si el gasto en defensa es mucho, poco, o prácticamente nada. 
Obviamente, tenemos que valorar el gasto en defensa como gasto de una política pública. Si lo 
valoramos con relación a nuestra capacidad militar, podríamos decir que es un gasto insignificante con 
respecto al de nuestros países vecinos, y si continuamos en esta línea de razonamiento, también 
podríamos cuestionarnos si realmente es necesario, si el gasto es insignificante y si lo es nuestra 
capacidad, podríamos valorar si realmente es necesario hacerlo. 


Esta es una óptica; la otra forma de verlo es que para seguir siendo independientes y 
soberanos, para proteger lo que hoy tenemos como defensa de nuestra soberanía -siendo parte de un 
organismo de cooperación y de defensa cooperativa en Sudamérica con los demás países del Consejo 
de Defensa Suramericano- pero también de nuestros recursos naturales, de pronto puede llegar a ser 
insuficiente. Una tercera línea argumental también podría ser que ciertamente sea insuficiente pero, 
¿es el adecuado? De pronto es necesario hacer cambios que tengan que ver con mayor 
profesionalidad, con un mayor número y despliegue de personal acorde a una nueva política de 
defensa, etcétera. Nosotros nos afiliamos a esta tesis. 


Pido disculpas al Cuerpo, pero es necesario hacer este tipo de aseveraciones porque, de lo 
contrario, se hace muy difícil hablar de este tema. 


En consecuencia, entraré en lo que tiene que ver con el presente proyecto de ley. A tales 
efectos, dividiremos nuestra propuesta desde el punto de vista de la presentación global y luego 
haremos una presentación de los cuatro Capítulos, artículo por artículo. 


Por un lado, en los artículos que corresponden a nuestra Cartera se encuentra la propuesta 
vinculada a los recursos humanos, cubriendo necesidades especificas y técnicas, mediante el 
mecanismo de contratos temporales y la previsión de contratación de becarios. Con ello se apunta a 
lograr mayor eficacia en la gestión de las unidades ejecutoras, destacando por su importancia la 
asignación de partidas para la contratación de treinta y cuatro Controladores de Tránsito Aéreo en la 
Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica y quince técnicos especialistas en 
Seguridad Operacional. Esto implica continuar con las mejoras que se han venido realizando a partir de 
la Ley de Presupuesto. 


Mencionamos, además, que cuatro contrataciones de Controladores de Tránsito Aéreo se 
financian con recursos de la propia Unidad Ejecutora. En este grupo encontramos los artículos 79, 81, 
90, 96 y 101. 


Por otro lado, existe un grupo de artículos que constituyen propuestas de mejoras en la 
remuneración al personal participante en actividades que presentan un riesgo especial, dedicación, 
entrenamiento e interés de servicio, que no había sido compensado. 


El antecedente de esto es la compensación realizada en la anterior Rendición de Cuentas de 
ciertas áreas que tenían que ver con la Policía Aérea Nacional, con la asiduidad de vuelo, con estar 
embarcados, con grupos de especialistas, de rescatistas, etcétera. Cabe señalar que en estos artículos 
se hace una ampliación presupuestal. 


Esta prioridad da continuidad a la política comenzada en las Rendiciones de Cuentas 
anteriores, que se sustenta en la necesidad de retener personal que se encuentra preparado para 
desarrollar tareas especiales. El Estado ha invertido en ellos y, por lo tanto, se estimula el desarrollo y 
la permanencia en la actividad por medio del pago de compensaciones. Cabe mencionar que estas 
propuestas no significan aumento del gasto del Estado ya que se financian con los créditos del propio 
Inciso. Este grupo comprende los artículos 77, 84 y 92. 


Asimismo, se presenta un grupo de artículos referentes a transformaciones, regularizaciones 
y ajustes de los recursos humanos tendientes a la mejora de su gestión y a garantizar los derechos de 
ascenso y carreras administrativas del personal militar y civil, respectivamente. Comprende los 
artículos 72, 73, 76, 80, 88 y 93. Este que acabo de mencionar es el primer gran grupo. 


El segundo grupo tiene que ver con los artículos relacionados con el cobro de precios por el 
servicio brindado a terceros por parte de Ministerio de Defensa Nacional. Ello permite destinar los 
recursos recaudados a inversiones y funcionamiento de tales actividades, lo que implica una tendencia 
a constituirse en actividades autosustentables. Este grupo comprende los artículos 71, 82, 83, 85, 86 y 
99. 


En tercer lugar se encuentra un grupo de artículos que disponen modificaciones a leyes y a 
decretos y leyes orgánicas de las Fuerzas Armadas, originados fundamentalmente en la simplificación 
de cuerpos de personal subalterno en la Fuerza Aérea, en la adecuación de los cuadros de efectivos 
del Comando General del Ejército y en el ascenso de Oficiales Generales. 


En todos los casos se apuesta a aprovechar al máximo las capacidades funcionales 
mediante los ajustes en la normativa, previendo inclusive la posibilidad de utilizar vacantes sin estancar 
la carrera militar por carencia de estas y cumplir, además, con las funciones propias para mantener 
operativa la totalidad de los efectivos, cubriendo así la necesidad del servicio. Dentro de este tercer 
grupo encontramos los artículos 74, 75, 78, 89, 91, 95, 97, 98 y 100. 


En cuarto y último término tenemos un artículo que autoriza a la Dirección Nacional de 
Sanidad a contratar todas las prestaciones y servicios que brinda el Fondo Nacional de Recursos. 


Hasta aquí, en forma esquemática y resumida, con una fundamentación muy escueta -que 
luego profundizaremos- realizamos la presentación del articulado. 


A continuación, señor Presidente, solicitamos que se retire del presente proyecto de Rendición 
de Cuentas con que cuentan los señores Senadores el artículo 87 y, a su vez, que se sustituyan los 
artículos 72, 79, 81 y 95 por textos que leeremos a continuación y que se presentan en el documento 
adjunto. 


SEÑOR RUBIO.- ¿A qué numeración nos estamos refiriendo: a la del Poder Ejecutivo o a la de la 
Cámara de Representantes? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Me refiero al repartido que obra en poder de los señores Senadores, es 
decir, al proyecto aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se refiere a los artículos que tenemos nosotros, que ingresaron al Senado. 
Lo que se dijo recientemente es que se plantea la supresión del artículo 87 y ahora se van a repartir los 
sustitutivos de los artículos 72, 79, 81 y 95. 


SEÑOR SUBSECRETARIO..- Gracias, señora Presidenta. 


En el caso de los artículos 72 y 79, tienen que ver con ajustes de redacción que no cambian el 
tenor de lo dispuesto. 


Con relación al artículo 81, la modificación responde a que su aplicación quedaría ligada a la 
aprobación y concreción del artículo 95 en la redacción que se propone y que se repartirá. 


La modificación del artículo 95 tiene que ver con las condiciones de creación de un nuevo 
Contralmirante de la Armada Nacional, el que será financiado con la supresión de dos cargos de 
Capitán de Navío. 


Señora Presidente: ahora podría dar lectura a los textos. 


SEÑOR PENADÉS.- Por una cuestión operativa, me parece que habría que ir analizando artículo por 
artículo y, cuando se llegue a aquellos para los cuales se propone modificación, se nos dará la 
correspondiente explicación; de lo contrario, estaremos yendo para adelante y para atrás. Creo que lo 
mejor sería que, en el momento en que se traten, se nos dé una explicación acerca de los artículos que 
el señor Subsecretario nos informó que van a ser cambiados por el Poder Ejecutivo. De esa manera 
avanzamos sobre el articulado y no tenemos que ir primero a aquello que el Poder Ejecutivo propone 
modificar para luego retomar el análisis del proyecto. 


Por lo tanto, señora Presidenta, sugiero que empecemos por el artículo 71, y así 
sucesivamente; cuando lleguemos a los que el Poder Ejecutivo pretende modificar, el señor 
Subsecretario los leerá -o se nos repartirán- y podrá brindarnos las explicaciones del caso. De esa 
manera podemos ordenarnos. Debo confesar que con las idas y venidas ya me perdí. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Las redacciones nuevas se van a repartir. Lo que pasa es que lleva un 
tiempo hacer las copias. 


Si el señor Subsecretario está de acuerdo, podríamos ir por el camino que plantea el señor 
Senador Penadés, es decir, ir artículo por artículo siguiendo la numeración. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Está bien, señora Presidenta. No tenemos ningún inconveniente; no era 
nuestra intención no entrar en la consideración artículo por artículo, sino que nuestro planteamiento 
obedecía a una cuestión global, de presentación. 


Quiero agregar que hemos presentado un artículo que no está en el repartido que viene de la 
Cámara de Representantes y que sí voy a leer, porque de alguna manera deseo explicar qué es lo que 
motiva que estemos presentándolo en este momento al Cuerpo. Este artículo no tiene número; es un 
aditivo y dice lo siguiente: “Autorízase al Inciso 03 “Ministerio de Defensa Nacional”, Unidad Ejecutora 
033 “Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas', cuando se genere una vacante 
temporaria o permanente de personal vinculado a la atención directa de la salud humana, a contratar 
directamente en forma interina y transitoria, a aquellos que hubieren resultado ganadores del concurso 
de ingreso respectivo, al amparo del artículo 50 de la Ley N* 18.719 de 27 de diciembre de 2010, hasta 
la aprobación de la Resolución de designación. 


Para usar la facultad a que refiere este artículo deberán darse las siguientes condiciones: 


a) Que exista una partida presupuestal identificada por la Unidad Ejecutora en su 
Escalafón y Grado, que financie suficientemente la contratación. 


b) Sólo podrá contratarse personal que reúna las condiciones técnicas que requiere el 
cargo y el Escalafón. 


Cc) La retribución se financiará con el crédito de la vacante temporaria o permanente. 


d) La contratación solo podrá efectuarse con el nivel de retribución del cargo vacante 
de cada Escalafón”. 


Señora Presidenta: debemos decir que el procedimiento vigente no se adecua a los acotados 
tiempos en los que es necesario incorporar al personal vinculado a la atención directa de la salud 
humana, que debe cubrir rápidamente las necesidades de numerosos usuarios de la Dirección 
Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas sin que se vea afectada la normalidad del servicio. 


La propuesta pretende dar celeridad al ingreso del personal médico, o de salud, seleccionado 
de acuerdo a la normativa vigente, en virtud de la sensibilidad del área en que deben desempeñar sus 
funciones y a la situación crítica respecto a las condiciones de atención de los usuarios. Asimismo, 
corresponde señalar que una vez culminado el procedimiento de selección, muchos de los postulantes 
dejan de tener interés en el cargo por diferentes motivos, siendo el más importante el haber encontrado 
otra oferta laboral. 


Esto lleva en algunos casos a la renuncia de los postulantes una vez que se aprueba la 
resolución de designación. Y, por otro lado, no solo se demoró el ingreso del profesional, sino que el 
procedimiento quedó sin efecto al quedar el cargo nuevamente vacante. De esta manera se intenta 
lograr, de forma provisoria, que las personas que resulten ganadoras del concurso realizado a través 
de “Uruguay Concursa” empiecen a trabajar una vez que el fallo del tribunal es homologado por el 
jerarca respectivo y posteriormente, cuando se aprueba la resolución que autoriza la contratación bajo 
la modalidad de provisoriato, se proceda a hacer efectivo dicho ingreso. 


Por otra parte, existen tres disposiciones, los artículos 336, 337 y 338, que refieren a la 
formación del INES, Instituto Naval del Estado. Estos tres artículos no fueron presentados por el 
Ministerio de Defensa Nacional, pero tienen que ver con sus actuaciones. Esto está vinculado con el 
Servicio de Reparaciones y Construcciones de la Armada, el SCRA, área de trabajo que, como 
mencionamos anteriormente, había dejado su actividad a un mínimo de supervivencia hace muchos 
años y que por distintas circunstancias ha ido logrando una ubicación en la industria naval de la región. 
Debemos mencionar la creación de determinados tipos de plataformas, como transporte para pasta de 
celulosa o rolos que se hace desde Fray Bentos eventualmente hasta Conchillas; la fabricación de un 
empujador, etcétera. Se trata de una serie de elementos que continuamente han hecho que allí se 
estén formando ciudadanos uruguayos -civiles y militares- en esta área. Esto ha originado que el propio 
desarrollo de esta área requiera una respuesta diferente de nuestro Estado y también de nuestros 
sectores privados. Es por eso que el Poder Ejecutivo nacional envió estos tres artículos. 


El Ministerio de Defensa Nacional no estaba de acuerdo con la redacción actual. Sabemos, 
porque estamos coordinando con distintos Ministerios y con la Presidencia, que en la comparecencia 
de la Presidencia se va a pedir que estos artículos sean eliminados de la Rendición de Cuentas, no 
para olvidarlos, sino para profundizar en su elaboración. Si bien no enviamos estos artículos, 
queríamos dejar sentada nuestra posición. Nosotros creemos en la necesidad de que Uruguay avance 
en esta área. Entendemos que la creación de esta sociedad anónima va a ser de utilidad para el país y 
para nuestro Ministerio, pero fundamentalmente para el área naval de nuestro Estado. Y creemos que 
necesita más elaboración. Por lo tanto, queríamos dejarlo establecido para que constara, señora 
Presidenta. 


SEÑOR PLANCHÓN.- Vamos a comenzar con la fundamentación de los distintos artículos. 


Por el artículo 71 se autoriza a la Secretaría de Estado al cobro de los cursos que se brindan 
en el Centro de Altos Estudios Nacionales, destinando lo recaudado a contratación de docentes, 
financiación de investigaciones o publicaciones. En la actualidad en el Calen se dictan, entre otros, los 
siguientes cursos: planeamiento estratégico, prospectiva aplicada a la investigación, geoestrategia del 


Uruguay, geopolítica, defensa nacional para periodistas, metodología de la investigación, inteligencia 
estratégica aplicada a la defensa nacional, etcétera. La oferta académica brindada apunta a la mejora 
continua para lo cual debe contar con un plantel docente nacional y extranjero de primer nivel que le 
permita desarrollar de la mejor manera las actividades de docencia, investigación y extensión. 
Aproximadamente un 10% de la matrícula corresponde a alumnos que no pertenecen al sector 
público, tendencia que se considera creciente en función del aumento de la oferta educativa. El análisis 
de la evolución de la matrícula considerada como cursantes aprobados, ha evolucionado de 72 en el 
año 2009 a 82 en el 2010, 125 en 2011 y 133 en el 2012. 


Los recursos asignados no resultan suficientes para responder a dicho crecimiento, por lo cual 
se requieren ingresos adicionales. Se considera que mediante el cobro de los cursos brindados en el 
Centro, únicamente a civiles particulares, se puede obtener mayores recursos que permitan responder, 
aparte de a una demanda creciente, a la mejora constante de los servicios educativos y la búsqueda de 
una mejora continua. 


En el artículo 72 se transforman cargos militares correspondientes a la Justicia Militar, en 
particular, dos cargos de Soldado de 1? y un Cabo de 2*; y se elimina un cargo de Soldado de 1? para 
generar un cargo de Mayor. El texto del articulado que se proyecta procura reformular la estructura 
organizativa de la Justicia Militar, a efectos de optimizar la profesionalización de la función. La creación 
del cargo propuesto impulsará un movimiento en el escalafón promoviendo el esfuerzo de quienes se 
capaciten y aspiran a acceder a jerarquías superiores sin tener que esperar un período excesivo de 
tiempo. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿El señor Planchón está haciendo referencia al proyecto sustitutivo? 
SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos hablando del proyecto sustitutivo, que ya fue repartido. 


SEÑOR PLANCHÓN.- El artículo 73 hace referencia a la modificación del artículo 124 de la Ley N* 
18.172, transformación de cargos militares a civiles. 


El artículo 124 de la mencionada Ley faculta al Ministerio de Defensa Nacional a transformar 
los cargos del escalafón K “Personal Militar”, en cargos civiles, siempre y cuando el tipo de función lo 
permitiere y fuere conveniente para la gestión de la Unidad ejecutora que revistaba el titular del cargo a 
transformar. Asimismo, la norma estableció que los cargos del escalafón K que estando en situación de 
realizar la opción de transformación, y no lo hubieran hecho, se transformaran al vacar en cargos 
civiles. La implementación de este artículo trajo dificultades en la estructura del Escalafón Militar, ya 
que se perdían cargos en los distintos niveles del mismo dificultando la correcta asignación de tareas y 
lesionando, en algunos casos, el derecho de ascenso del personal militar en funciones. Asimismo, el 
personal civil transformado requiere una estructura de cargos que le garantice la carrera administrativa. 
El artículo propuesto busca proporcionar al Ministerio de Defensa Nacional condiciones para realizar 
ajustes que permitan superar las dificultades mencionadas. 


El artículo 74 subsana un error padecido en la redacción del artículo 81 de la Ley de 
Rendición de Cuentas del 2011 referente a la actividad docente realizada por el personal militar en 
situación de retiro o retirado reincorporado. Al redactar el artículo 81 de la Ley N* 18.996 se incurrió en 
un error estableciendo que para el cálculo de los montos máximos a percibir se tomaría como base el 
20% de las remuneraciones sujetas a Montepío, debiendo decir que de los montos máximos a percibir 
se tomaría como tope máximo el 20% de las remuneraciones sujetas a Montepío. Esto ocurrió por un 
problema filosófico, porque se tomó como base la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas, hablando de 
que el tope máximo era un 20% y, entonces, quedó como base un 20%, cosa que podría ser mal 
interpretada. 


Con lo que se propone en el artículo 75 se modifican las edades de ascenso del personal 
subalterno del Comando General del Ejército, sustituyÉndose el artículo 149 de la Ley Orgánica del 
Ejército. Concretamente, se establece que para el ascenso al grado inmediato superior se requerirá no 
exceder las siguientes edades: Soldado de 2*? y Soldado de 1?, 30 años; Cabo de 2* y Cabo de 1?, 38 
años; Sargento, 44 años; Sargento 1, sin edad límite. La normativa actual establece como edades 


límites para ascenso a Cabo de 2* y Cabo de 1?, 30 años; a Sargento y Sargento 1*, no ser mayor de 
33 y 36 años respectivamente; mientras que para el Suboficial Mayor no hay límite de edad. 


El análisis realizado permite visualizar que el espacio de tiempo entre las edades exigidas 
para el ascenso resulta muy pequeño y, de no conseguirlo en este período, el individuo se ve frustrado, 
sin ninguna posibilidad de ascender en la carrera. Estas nuevas edades permitirían mayor flexibilidad 
para poder ascender al grado inmediato superior, aumentando las posibilidades de aquellos que por 
alguna razón hubiesen ascendido en el límite de su edad. Asimismo permitiría a la Fuerza aprovechar 
el máximo de los conocimientos adquiridos por el personal al poder permanecer estos una mayor 
cantidad de tiempo en la jerarquía; motivar al personal a permanecer en actividad al extenderse las 
edades que pueden permitir su ascenso, y evitar el retiro obligatorio en una jerarquía más baja. 


Las modificaciones que se plantean no significan ningún tipo de gasto, ya que la cantidad de 
vacantes a ocupar dentro de las jerarquías estudiadas no es modificada. 


En cuanto al artículo 76, en el Comando General del Ejército se autoriza el ascenso a Alférez 
para alumnos del Curso del escalafón de Apoyo, subescalafón de Servicios y Combate, utilizando 
vacantes del Cuerpo de Comando cuando no posean vacantes en su propio subescalafón. El personal 
superior perteneciente al escalafón de Apoyo, subescalafón de Servicios y Combate, forma parte del 
denominado Cuerpo de Servicios. El artículo 52 de la Ley N* 18.996 autoriza a que las vacantes que se 
produzcan en los grados de Cadetes aspirantes y que no se provean en el Cuerpo de Comando - 
ingreso a la Escuela Militar- sean utilizadas en el de Servicios Generales para la formación de Oficiales 
de Apoyo o reactivación de la Escuela de Formación de Oficiales de Reserva. En vista de que el 
sistema de asignación de vacantes de Alférez establece un número fijo para el escalafón de Apoyo, la 
aplicación de lo dispuesto en el mencionado artículo generará un incremento de alumnos 
pertenecientes a dicho subescalafón. Estando en condiciones de ascender al grado de Alférez, no 
podrá efectivizarlo por falta de vacantes propias. Por otra parte, en los últimos años se ha constatado la 
sistemática no utilización de la totalidad de las vacantes disponibles en el grado de Alférez en el 
Cuerpo de Comando. El presente artículo propone la utilización de las vacantes disponibles en el 
Cuerpo de Comando por parte de quienes estén en condiciones de ascender en el escalafón de Apoyo, 
subescalafón de Servicios y Combate, optimizando de esta manera el uso de las vacantes y 
permitiendo que las lógicas expectativas de los aspirantes no se vean frustradas. 


En lo que tiene que ver con el artículo 77, en el Comando General del Ejército se incorpora a 
la compensación por riesgo operativo al personal de Sección de Antenistas del Batallón de Apoyo y 
Servicios de Comunicaciones N* 2 y el personal de Ingenieros afectado a incidentes QBRN, es decir 
químico, biológico, radiológico y nuclear. Este personal altamente especializado, que constituye un 
capital humano muy importante para el Ejército, es muy solicitado en el ámbito civil, donde se le 
ofrecen remuneraciones y beneficios significativamente superiores. Por lo tanto, el pago de esta 
compensación también constituye una medida que busca no seguir perdiendo ese personal calificado y 
con experiencia. La presente extensión se financia con el crédito disponible de la propia Unidad 
ejecutora. 


Através del artículo 78 se subsana el error de redacción del artículo 49 de la Ley de Rendición 
de Cuentas 2011 y se modifica el cuadro de efectivos del personal superior del Comando General del 
Ejército. Al redactar el artículo 49 de la Ley N* 18.996 se incurrió en un error, quedando excluidos los 
veterinarios e ingenieros agrónomos así como bandas militares que conforman el Cuerpo de Servicios. 
Asimismo, se hace necesario compatibilizar el cuadro de efectivos del personal superior del Ejército 
con la situación real de la Fuerza, particularmente adecuándolo a las modificaciones establecidas en el 
artículo 49 de la ley mencionada. A su vez, en base a los cambios efectuados y con el objetivo de 
obtener una distribución más eficiente, se propone el presente cuadro de efectivos para modificar el 
número de efectivos de los grados de Mayor, Teniente Coronel, Capitán y Coronel. 


Con el artículo 79 se crea un cargo de Teniente 2” en la Dirección General de Secretaría de 
Estado del Ministerio de Defensa Nacional, que se financia con recursos de la propia Unidad ejecutora. 
En aplicación del artículo 124 de la Ley N* 18.172, se transformó al escalafón civil un funcionario que 
ostentaba el grado de Teniente 2”, escalafón especializado, siendo el único cargo y último grado de la 


estructura jerárquica del Cuerpo Especializado General, por lo cual su eliminación afectó la estructura 
funcional militar de la Unidad ejecutora. 


El artículo 80 dispone que el personal militar y equiparado del Inciso 03, vinculado con la 
atención directa a la salud humana se encuentra comprendido en el régimen de acumulación dispuesto 
por el artículo 5% de la Ley N* 16.720. 


Ahora bien, el artículo 107 de la Ley N* 14.985 establece que las personas que ocupan 
cargos de Enfermeras Universitarias en el Ministerio de Salud Pública, podrán acumular a su sueldo el 
de otro cargo que desempeñen en la Administración Pública, siempre que no exista superposición de 
horarios entre ambos cargos. Posteriormente, mediante el artículo 5% de la Ley N* 16.720, se 
incorporó en dicho régimen al personal médico y paramédico de la Unidad ejecutora 0.33 del Inciso 
03, o sea, la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas. 


En base a esa disposición, en el presente artículo se solicita incorporar al mencionado 
régimen de acumulación de sueldos a todo el personal militar y equiparado del Inciso 03 que se 
desempeñe como profesional técnico o especializado en la atención directa a la salud humana. 
Consideramos que de este modo se tendrá la posibilidad de contar con los profesionales y técnicos 
necesarios, muy especialmente en el interior del país. 


El artículo 81 asigna una partida para la contratación de becarios en el Servicio de Hacienda 
y Contabilidad de la Armada (Secon), que se financia con los recursos de su propia Unidad ejecutora. 
Debo advertir que de aprobarse esta disposición, se permitiría incorporar a estudiantes de la carrera de 
Contador Público y de Administración de Empresas que apoyarían, entre otras tareas, la liquidación de 
haberes que realiza este Servicio y que requiere habilidades técnicas específicas. 


SEÑOR MICHELINI.- Disculpe, ¿este artículo también es sustitutivo? 
SEÑOR PLANCHÓN.- Efectivamente, señor Senador. 


Al mismo tiempo, la actividad técnica que se desarrolla en el Secon daría la posibilidad de que 
los becarios adquirieran una serie de capacidades y habilidades técnicas, lo que contribuirá a que 
puedan completar, desde el punto de vista práctico, su formación teórica. 


Como se ha dicho antes, este artículo queda supeditado a la aprobación y aplicación del 
artículo 95 de esta Ley, con la redacción que se presenta en esta instancia. 


El artículo 82 establece que el Comando General de la Armada exigirá a las corporaciones 
nacionales de prácticos habilitadas la implementación de un sistema de gestión que asegure el 
cumplimiento de los aspectos de seguridad de la navegación, de las instalaciones portuarias y de la 
protección del medioambiente. La Prefectura Nacional Naval, a través de su Oficina de Pilotaje, 
realizará auditorías a dicho sistema. 


Cabe destacar que el crecimiento del comercio marítimo internacional, la evolución del tamaño 
de los buques, el tipo de cargas, las cada vez más complejas tecnologías, la promulgación de normas 
técnicas más exigentes en lo que respecta a la seguridad y cuidado del medioambiente en el plano 
internacional, hacen necesaria la debida actualización de conocimientos en el área de practicaje y la 
creación del sistema de gestión de calidad para dar respuesta a los nuevos desafíos, así como a las 
obligaciones internacionales que ha asumido el país. 


A los efectos de verificar que las corporaciones nacionales de prácticos cuenten con el 
mencionado sistema de gestión de calidad, cumplan con las recomendaciones de la Organización 
Marítima Internacional y demás requisitos establecidos en el decreto correspondiente, será necesario 
que la Prefectura Nacional Naval revise y audite la existencia y el eficaz cumplimiento de dicho 
sistema, todo lo cual irá en beneficio de la credibilidad y la buena imagen marítima nacional. 


Por lo tanto, con este artículo se busca adecuar la legislación marítima a los estándares 
internacionales en materia de practicaje, brindar garantías de seguridad a la propia actividad en todo su 
alcance y dotar a la Prefectura Nacional Naval de las herramientas necesarias para ejercer sus 
funciones de prevención y control. 


El artículo 83 autoriza al Comando General de la Armada a hacer efectivo el cobro de los 
cursos de apoyo a la industria naval que dicta el Centro de Instrucción de la Armada y destinar el 
producido a gastos de funcionamiento e inversión en dicho centro de enseñanza. Esta norma tiene por 
objeto darle a la Armada la posibilidad de abrir al ámbito civil e industrial la realización de cursos 
relacionados con conocimientos técnicos que ha desarrollado la industria naval estatal en los últimos 
noventa y tres años, los que actualmente adquieren especial relevancia en el marco del desarrollo que 
está teniendo esta rama de actividad. Estos cursos, por sus características vinculadas a los diques y 
astilleros de la Armada, son dictados por el Centro de Instrucción de la Armada en forma interna. 


De aprobarse la facultad de cobrar los mencionados cursos, con lo recaudado, se pretende 
volcar en instituciones y emprendimientos industriales nacionales las capacidades y conocimientos 
técnicos desarrollados en la industria naval estatal, de una forma autosustentable que permita la 
continuidad del esfuerzo en el largo plazo. 


El artículo 84 incorpora los Pilotos Navales a la compensación por asiduidad de vuelo creada 
en la Rendición de Cuentas de 2011 para los Pilotos de la Fuerza Aérea, lo que sería financiado con 
recursos del propio Inciso. 


Tal como se expresara en nuestra comparecencia del año 2012, la expansión de las 
empresas privadas de aviación ha generado una importante y cada vez más creciente demanda de 
personal capacitado. Es sabido que el ámbito privado ofrece, para las mismas tareas que realizan 
nuestros pilotos y aerotécnicos, una remuneración considerablemente superior, lo que provoca el 
trasiego de los recursos humanos hacia la actividad civil. A esto se suma que, por las especiales 
características de la formación de los pilotos y aerotécnicos -que lleva años de capacitación- se hace 
materialmente imposible la pronta reposición de los recursos humanos calificados que se pierden. Por 
lo tanto, y con el propósito de retener a los pilotos, en el caso de pertenecer al Comando General de la 
Armada, se propone el pago de una compensación de iguales características que la creada en la 
Rendición de Cuentas de 2011 para pilotos y aerotécnicos pertenecientes a la Fuerza Aérea Uruguaya. 


En lo que respecta al artículo 85, se autoriza al Comando General de la Armada a 
comercializar los datos e información hidrográfica, oceanográfica y meteorológica marina del Sohma, 
destinando su producido a los gastos de funcionamiento del servicio. La Ley N” 18.719, en su artículo 
197 autoriza a comercializar las cartas y publicaciones náuticas que emite el Sohma, pero no los datos 
y la información. Al no ser posible comercializar los datos de referencia, se está realizando una 
actividad que tiene costos para el Estado y muchas veces los destinatarios realizan actividades de las 
cuales obtienen beneficios económicos. El artículo propuesto permitirá que estos datos puedan ser 
brindados a quienes lo requieran mediante un pago acorde y suficiente para solventar los gastos que 
implica la búsqueda y preparación para su entrega, más un suplemento que será destinado a mantener 
y actualizar los sistemas y sensores que conectan la información. 


Mediante el artículo 86 se autoriza al Comando General de la Armada a hacer efectivo el 
cobro de entradas y la venta de publicaciones y material alusivo a las exposiciones en las sedes 
dependientes del Museo Naval, destinando su producido a gastos de funcionamiento para el 
sostenimiento de actividades culturales, así como al apoyo de visitas didácticas de institutos 
dependientes de la ANEP. El objetivo de este artículo es contribuir a que la Armada Nacional pueda 
sostener y profundizar las actividades culturales y de responsabilidad social del Museo Naval, con 
énfasis en la atención de visitas de escuelas y liceos dependientes de ANEP, a fin de difundir la cultura 
marítima y la conciencia marítima nacional. En el marco del programa de educación museística -en el 
Centro de Estudios Históricos Navales y Marítimos- un centenar de escuelas, liceos, hogares del INAU 
y organizaciones no gubernamentales han visitado sus instalaciones. Durante el presente año se 
recibió y está planificada la visita de más de 4.000 alumnos. La aprobación de este artículo permitiría 
sostener y mejorar la propuesta didáctica del Museo Naval, así como seguir extendiendo los apoyos 
antes mencionados. 


Con respecto al artículo 87, debo recordar que fue solicitado su retiro. 
SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber por qué se retiró. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En aras de mantener el orden, la Mesa sugiere la forma de trabajo que 
veníamos desarrollando: luego de que el Ministerio termine su exposición, los señores Senadores que 
deseen formular preguntas, lo podrán hacer. De lo contrario, estamos inmersos en un ping-pong que no 
nos conduce a nada. 


SEÑOR PLANCHÓN.- El artículo 88 establece la responsabilidad del personal militar del Inciso por la 
pérdida o deterioro de los muebles, útiles y equipos que tuvieren para su uso. El artículo 467 del Tofup 
establece la responsabilidad del personal civil de la Administración Central por la pérdida o deterioro de 
muebles y útiles cuando sea por causas que le fueren imputables. No obstante, se requiere una norma 
de similares características aplicable al personal militar del Inciso, que es lo que se solicita en el 
presente artículo que, como se podrá observar, tiene una redacción similar a la del artículo mencionado 
del Tofup. 


El artículo 89 modifica los ascensos del Comando General de la Armada. La actual cantidad 
de Oficiales Subalternos, desde Guardia Marina hasta Tenientes de Navío, dificulta el cumplimiento de 
tareas de la Armada y limita la capacidad de enfrentar los nuevos desafíos que impone el desarrollo 
marítimo. Hace unos veinticinco años la Armada contaba con aproximadamente 450 Oficiales de esa 
jerarquía, pero actualmente se han incrementado las tareas -con misiones de paz, nuevas 
responsabilidades de control en el mar, tareas de apoyo a la seguridad, etcétera- mientras el número 
de Oficiales Subalternos del Cuerpo de Comando no supera los 250. Esta propuesta procura recuperar 
progresivamente el número de Oficiales Subalternos, habilitando, entre otras cosas, que dicho personal 
pueda continuar su carrera como Oficial. Un egreso de 33 Oficiales de la Escuela Naval menos el 
promedio de tres bajas anuales entre todas las jerarquías de Oficiales Subalternos aseguraría, luego 
de 13 años de aplicación de esta propuesta, un total teórico de 390 Oficiales. Cabe destacar que esta 
propuesta es similar a la aprobada en el artículo 52 -que se refería al ejército nacional- de la Ley N* 
18.996, correspondiente a la Rendición de Cuentas de 2011. 


En el artículo 90 se asigna una partida para la contratación de becarios y pasantes en la 
Secretaría de Estado, que se financia con recursos de la propia Unidad ejecutora. La contratación de 
personal bajo la modalidad de pasante o becario en el Ministerio permitirá contar con recursos 
humanos calificados para el cumplimiento de determinadas funciones de apoyo a los cometidos de la 
Unidad ejecutora 001. 


El artículo 91 autoriza ascensos en el Comando General de la Armada utilizando vacantes 
de otros Cuerpos, siempre y cuando no existan Oficiales en condiciones de ascender en dichos 
Cuerpos. La redacción vigente del artículo 59 de la Ley Orgánica de la Armada, dada por la Ley N* 
18.996, no expresa claramente lo que se quiso establecer y, por lo tanto, se plantea este texto que 
resulta más preciso. El criterio de la antigúedad establecido en dicho artículo lleva a que un Oficial que 
está en condiciones de ascender, teniendo vacante en su Cuerpo, se vea impedido de hacerlo porque 
la pasa a ocupar un Oficial de otro cuerpo con más antigúedad. Esto se modifica en esta nueva 
redacción, que plantea que las vacantes en otros Cuerpos solo se ocupan cuando en ellos no haya 
más Oficiales en condiciones de ascender. 


En el artículo 92 se establece que en el Comando General del Ejército se extiende la 
compensación por dedicación integral al Personal Superior del Cuerpo de Servicios, escalafón de 
Apoyo, subescalafón de Apoyo de Servicios y Combate y subescalafón Técnico Profesional y se 
incrementa en hasta 40% la compensación por permanencia a la orden, financiándose estos 
incrementos con créditos de la propia Unidad ejecutora. 


En el artículo 93 se faculta al Inciso a realizar contratos laborales con la Dirección de 
Arquitectura e Ingeniería Hospitalaria del Hospital Central de las Fuerzas Armadas. Mediante este 
artículo se propone regularizar la contratación del personal que realiza tareas de reparación y 
mantenimiento del hospital. El personal que integra dicha plantilla laboral está especializado en tareas 


de mantenimiento hospitalario. De acuerdo con el trabajo realizado en coordinación con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, se determinó que la figura del contrato laboral es la que más se ajusta a las 
condiciones en que actualmente se desempeñan estos trabajadores, ya que permite mantener sus 
categorías laborales y sus niveles retributivos. En otras palabras, permite mantener una organización 
del trabajo que ha dado resultados y que, por otra parte, no los perjudica salarialmente. Se utilizó esta 
modalidad de contrato laboral por 24 meses porque es la que más se ajusta a la necesidad de la 
Administración. 


El artículo 94 autoriza a la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas a 
contratar todas las prestaciones y servicios que brinda el Fondo Nacional de Recursos. La Ley N* 
17.556 en su artículo 136 establece que la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas 
puede optar por el costo de los actos médicos efectivamente realizados. Por lo tanto, en caso de 
plantearse la realización por parte del Fondo Nacional de Recursos de actividades que no pueden 
considerarse como actos médicos -auditorías, informes de conveniencia, etcétera- deberá introducirse 
la modificación presentada a los efectos de evitar la realización de un convenio para cada una de las 
prestaciones requeridas, remediando así los retrasos implícitos en ese tipo de procedimientos, que no 
colaboran con dar celeridad en la resolución de los problemas de salud de los usuarios. Esta 
propuesta, permitiría a Sanidad a optar o acceder a la totalidad de las prestaciones que brinda el 
Fondo Nacional de Recursos, de acuerdo con su conveniencia. 


En el artículo 95 se plantea la creación de un cargo de Contralmirante con las economías 
surgidas de la supresión de dos cargos de Capitán de Navío del Cuerpo General. Esto varía lo 
aprobado por la Cámara de Representantes. El Poder Ejecutivo había planteado un artículo 95 que 
modifica algunas disposiciones de la Ley Orgánica de la Armada y crea un cuerpo de comando único. 
Estas modificaciones se podrían ver como una reestructura en el manejo del personal de la Armada 
Nacional, pero en un contexto muy amplio, donde se ajustan a un cuerpo único los cuerpos existentes 
en la actualidad, que son: el de Prefectura, el General, el de Administración y el de Máquinas. El Poder 
Legislativo decidió desglosar este artículo y pasarlo a las Comisiones de Defensa Nacional para 
profundizar el estudio de esta propuesta de creación de un cuerpo de comando único. Quiere decir que 
las Comisiones de Defensa Nacional de ambas Cámaras van a estudiar este tema, pero la creación de 
cargos no se puede hacer por una ley especial u otra vía. Por eso en el artículo 95 planteamos la 
creación de este cargo -que es imprescindible- con las economías que se producen por la supresión de 
dos cargos de Capitán de Navío. Luego sí se podrá discutir en el ámbito parlamentario toda la 
propuesta que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Defensa Nacional, hizo en la Rendición de 
Cuentas. 


La redacción del artículo 95 sería la siguiente: “Facúltase al Poder Ejecutivo, en el Inciso 03 
“Ministerio de Defensa Nacional”, Unidad Ejecutora 018 "Comando General de la Armada' a la creación 
de un cargo de Contra Almirante, en el escalafón K “Personal Militar”, que será financiado con las 
economías surgidas de la supresión de dos cargos de Capitán de Navío de Cuerpo General”. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Como bien dijo el profesor Planchón, llegamos a la redacción de este 
artículo luego de presentarlo de forma mucho más amplia en la Cámara de Representantes, con un 
sustento de una modificación bastante profunda de la Ley Orgánica del Comando General de la 
Armada. Por circunstancias propias del tratamiento legislativo, el día que hicimos la presentación 
distintas Bancadas -fundamentalmente las de la oposición- solicitaron el desglose de este artículo para 
estudiarlo en un ámbito de mayor especialidad, como el de las Comisiones de Defensa Nacional de 
ambas Cámaras. En aquel momento se habló de la posibilidad de elaborar una ley especial y el Poder 
Ejecutivo, en particular el Ministerio de Defensa Nacional, se avino a ello para dar una mayor 
profundidad a esta discusión. 


Si bien no vamos a ingresar en una exposición amplia sobre lo que nos animó a la creación de 
ese artículo 95, creemos necesario dar una mínima explicación para que el tema no quede descolgado. 
¿Por qué se crea un cargo de Contralmirante en la Armada Nacional con la supresión de dos cargos de 
Capitán de Navío? Como dijo el profesor Planchón, esto tiene que ver con la creación de un cuerpo 
único que, en definitiva, intenta que los ascensos dentro de la propia Armada Nacional no se vean 
impedidos por un encorsetamiento en distintos cuerpos que actúan como compartimentos estancos y, 
además, para que determinados temas se consideren en un comando general, como es el Comando 
General de la Armada. 


Por otra parte, el propio desarrollo de nuestro país -que hoy trata y debe atender por 
jurisdicción, pero también por competencia, ciertas áreas nacionales, en este caso áreas fluviales, 
lacustres y marítimas que tienen que ver con la actuación propia, hasta este momento, de la 
Prefectura Nacional Naval, uno de los cuerpos del Comando General de la Armada- ante las 
expectativas generadas, ha sido insuficiente por razones de personal, de recursos humanos, por 
elementos logísticos y por la propia ley que habilita, desde el punto de vista jurisdiccional, el 
funcionamiento de este Cuerpo. 


Entonces, lo que se busca es una transformación y un reperfilamiento del funcionamiento de 
la Armada Nacional con la posibilidad de que, ya desde la formación y en un período de tiempo 
determinado, se vayan generando recursos humanos oficiales que puedan hacer el intercambio y la 
transversalización necesaria para atender las necesidades propias del Estado y, desde el punto de 
vista de la orgánica, se permita a los distintos Oficiales que salen de la Escuela Naval -sea cual fuere el 
Cuerpo que se elija- llegar a los más altos estamentos de la carrera militar sin ningún tipo de 
impedimentos. 


No pretendo entrar en la explicación final y profunda de este tema, pero sí siento el deber de 
dar una explicación inicial de por qué perdimos un Contraalmirante. Cabe destacar que no podemos 
aprobarlo por ley especial, sino que debemos hacerlo en esta instancia de Rendición de Cuentas; 
luego trataremos el tema en profundidad -si los señores Senadores lo creen conveniente- en el ámbito 
que consideren necesario. 


SEÑOR PLANCHÓN.- Pasaré a informar sobre los artículos 96, 97, 98, 99, 100 y 101. 


Se asigna una partida para contratar a treinta y cuatro Controladores de Tránsito Aéreo - 
cuatro cargos se financiarán con recursos propios del inciso- y quince técnicos especializados en 
Seguridad Operacional. 


La Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica es responsable de 
ejecutar la política aeronáutica civil de la República -de acuerdo a la legislación nacional y las 
recomendaciones emanadas de los organismos internacionales- y de proporcionar en todo el espacio 
aéreo nacional, un sistema de infraestructura aeroportuaria de navegación aérea. 


En su carácter de autoridad aeronáutica, la Dirección Nacional de Aviación Civil e 
Infraestructura Aeronáutica, en setiembre del año 2000 ha firmado con la OACI un memorando de 
acuerdo sobre auditoría de la vigilancia operacional, donde se compromete a cumplir con las normas y 
recomendaciones internacionales en materia de Seguridad Operacional. A los efectos de cumplir con 
los cometidos asignados en condiciones de seguridad, regularidad y eficiencia, en conformidad con la 
normativa y exigencias internacionales en la materia, se hace necesaria la contratación de personal de 
Control de Tránsito Aéreo y de Seguridad Operacional. Cabe mencionar que en algunos servicios, con 
el número de funcionarios recomendados, la Dirección Nacional de Aviación Civil e Infraestructura 
Aeronáutica no puede cubrir las exigencias de OACI. 


El artículo 97 propone una simplificación de escalafones de Personal Subalterno de la Fuerza 
Aérea. Con este proyecto se pretende actualizar y organizar los actuales escalafones de Personal 
Subalterno en forma eficaz, acorde a los campos de carrera y especialidades. A tales efectos, se ha 
considerado una estructura basada en: Escalafón Aerotécnico, Escalafón Policía Aérea y Escalafón 
Servicios Generales. 


El artículo 98 propuesto, establece que los ascensos al grado de Oficial General serán 
otorgados en el momento del año en que se produzca la vacante, computándose la antiguedad a partir 
del 1* de febrero siguiente. La gran relevancia que tiene en la estructura de la Fuerza el grado de 
General vuelve inconveniente el hecho de que, en caso de producirse una vacante en el correr del año, 
se deba esperar hasta el mes de febrero del año siguiente para poder llenarlo, lo que no se acompasa 
con la necesidad de funcionamiento de la Fuerza. A modo de ejemplo, si se produce una vacante de 
General en el mes de mayo, con la normativa actual implicaría esperar nueve meses para poder 
cubrirla. Con esta propuesta se pretende que, producida una vacante, se pueda ocupar 


inmediatamente, de manera de contar el mayor tiempo posible con el cuadro de Generales completo, 
evitando que se afecte el adecuado funcionamiento de las Fuerzas Armadas, dada la gran importancia 
que tiene el grado dentro de la estructura militar. 


A través del artículo 99 se autoriza a percibir los precios o tarifas que establecerá la 
reglamentación por el uso de instalaciones deportivas. Lo recaudado será destinado a gastos de 
funcionamiento. 


El Ministerio de Defensa Nacional viene desarrollando acciones de desarrollo deportivo 
militar y apoyo al deporte nacional. Este desarrollo permitirá una mayor interacción con las 
organizaciones deportivas en general: Comité Olímpico Uruguayo, operaciones deportivas nacionales, 
secretarías de deportes de las Intendencias, etcétera. 


El deporte sigue siendo muy importante para la formación militar pero, sobre todo, para la 
sociedad en general como elemento de formación y de integración social, así como de asunción de 
conductas socialmente válidas. 


Creemos que con la aprobación del presente artículo se podrá desarrollar la mejora y 
ampliación de instalaciones deportivas y recursos materiales, pasando por equipamiento, participación 
en competencias, medios adecuados y formación específica. 


Mediante el artículo 100 se propone modificar los ascensos al grado de Oficial General del 
Comando General de la Armada. 


Dado que el artículo 96 del proyecto de ley introduce la modificación del artículo 134 del 
Decreto Ley N* 14.157, se hace necesario modificar el artículo 109 de la Ley N* 10.808 a efectos de 
armonizar la normativa. De lo contrario, no existiría coherencia entre la norma general propuesta para 
las Fuerzas Armadas y la particular para el Comando General de la Armada. 


De esta manera, señor Presidente, terminamos la exposición artículo por artículo, a 
sugerencia del señor Senador Penadés. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias, profesor Planchón. 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiera comenzar realizando preguntas de carácter general ya que, como se 
trata de la última Rendición de Cuentas, nos gustaría que el Ministerio de Defensa Nacional pudiera 
suministrarnos algunos datos y, en caso de no tenerlos aquí, nos los hiciera llegar oportunamente. 
Tenemos 32 días para el tratamiento de la Rendición de Cuentas en Comisión, o sea que tenemos 
plazo más que suficiente para recibir su información. 


En primer lugar, quiero decir que agradeceríamos que el Ministerio de Defensa Nacional nos 
hiciera llegar un planillado con el salario de cada uno de los integrantes del Ejército, Armada y Fuerza 
Aérea. 


En segundo término, el aumento que se ha concedido a estos funcionarios desde el 1% de 
marzo de 2010 a la fecha. 


A su vez, quisiera saber la cantidad de funcionarios civiles que hoy están revistando en la 
Unidad ejecutora 001 -Dirección General de Secretaría de Estado- y, en ese sentido, también el listado 
de salarios que recibe cada uno de estos ciudadanos. 


Otra inquietud está relacionada con algún comentario que pedíamos al señor Subsecretario 
de la Dirección Nacional de Sanidad Militar porque desde el inicio del actual período de Gobierno y en 
las Rendiciones de Cuentas -salvo en esta última- se han presentado una serie de artículos que 
pretendían tratar de organizar, reorganizar, financiar y mejorar los servicios de sanidad. 


En ese sentido, nos gustaría que el señor Subsecretario pudiera informarnos en la tarde de 
hoy acerca de los avances que se han obtenido, si se ha logrado detener la ida de profesionales 
médicos, que es uno de los datos preocupantes. 


También quiero saber si el Ministerio ya ha hecho algún tipo de calibración con respecto al 
pasaje de muchos de estos funcionarios a la categoría de funcionarios civiles, abandonando el 
escalafón K. En ese sentido, por lo que percibo de uno de los artículos, hay una visión bastante crítica 
acerca de los resultados. En algún momento el Gobierno y el Ministerio de Defensa Nacional 
defendieron esto como un avance sustantivo; nosotros en aquel entonces decíamos que ese avance 
no era tal y que, en algunos casos, iba a tener consecuencias negativas. Me gustaría conocer la 
opinión del señor Subsecretario con relación a este tema. 


En su momento se produjo la eliminación de la equiparación de médicos, que fue una 
bandera de la anterior Administración, fundamentalmente de la señora Ministra de Defensa Nacional, la 
doctora Berrutti, algunos de cuyos argumentos son compartibles, pero que acarreó consecuencias en 
la cantidad de médicos especialistas que Sanidad Militar tenía. Quisiera saber si el Gobierno también 
ha calibrado eso, si lo ha valorado o ha recibido algún tipo de información, así como también quisiera 
saber acerca de la prestación. 


En esta última reciente visita al Congo se nos planteaba que se atentó contra la inquietud de 
médicos y enfermeros de cumplir tareas en las Misiones de Paz que el Uruguay tiene desplegadas bajo 
la bandera de las Naciones Unidas, fundamentalmente Monusco y Minustah. Quisiéramos saber si el 
Gobierno no estaría pensando en la posibilidad -es una sugerencia que se nos hacía- de acortar la 
cantidad de tiempo que los médicos y el personal de enfermería deben estar en las Misiones. 
Generalmente, cumplen la misma cantidad de tiempo que los oficiales: nueve meses. Esto desalienta 
mucho al personal médico porque, entre otras cosas, el multiempleo les impide cumplir esa cantidad de 
meses fuera del territorio, además de las condiciones extremas en que muchas veces nuestras 
Fuerzas Armadas tienen que prestar sus labores en estas Misiones de Paz. Recién estaba aquí 
presente el señor Senador Viera, y también el señor Senador Baráibar -con quien estuvimos en el 
Congo- y en el despliegue que nuestras Fuerzas tienen en dicho territorio pudimos apreciar las 
condiciones en que los médicos y enfermeros están prestando sus funciones. Me pregunto si no sería 
bueno incluir en la actual Rendición de Cuentas un artículo que habilitara el acortamiento del tiempo 
que tiene que estar el personal médico. No olvidemos que, por ejemplo, en el Congo hay cinco o seis 
médicos en todo el despliegue, y en este último recambio no va a haber médicos cubriendo todas las 
bases y puestos uruguayos porque no los hay, así como tampoco la cantidad necesaria de enfermeros. 
Quizás eso pueda ser un elemento a tener en cuenta para incluir en la actual Rendición de Cuentas. 


También nos gustaría que el Ministerio de Defensa Nacional nos informara acerca del estado 
y el aprestamiento que tienen nuestras unidades, o sea, cuántos barcos de la Armada Nacional hoy 
están en orden de navegación de las treinta y pico de plataformas que actualmente se tienen; quisiera 
saber cuántas están en condiciones de salir a navegar y patrullar nuestros ríos y mares territoriales. Y 
con relación a la cantidad total de aviones de la plantilla que la Fuerza Aérea uruguaya tiene, me 
gustaría saber cuántos hoy están en orden de vuelo al servicio del cumplimiento de la misión que se le 
asigna. 


Asimismo, nos gustaría recibir algún comentario del señor Subsecretario de Defensa 
Nacional sobre la nueva sede del Ministerio de Defensa Nacional. En ese sentido, quisiera saber en 
qué situación se encuentra hoy el traslado al Aeropuerto Internacional de Carrasco. Me interesa 
conocer si se han estudiado las situaciones que podría acarrear en el personal, que tiene que 
trasladarse hacia las afueras del departamento de Montevideo. También me gustaría saber qué se 
tiene pensado hacer con los edificios de la avenida 8 de Octubre que hoy ocupa el Ministerio de 
Defensa Nacional. No olvidemos que muchos de ellos han sido declarados monumento histórico 
nacional, por lo que el destino que se les pueda asignar está muy acotado en el mercado inmobiliario 
de plaza si se pretende su enajenación. 


También nos gustaría que el señor Subsecretario nos informara si se puso en práctica la 
medida de cobrar la formación a los pilotos que se retiran anticipadamente de la Fuerza Aérea 
Uruguaya. Creo que esta fue una decisión que se adoptó en la Rendición de Cuentas del año pasado y 


recuerdo que fue largamente debatida. Nosotros nos opusimos, pero quisiéramos saber si esto se 
comenzó a implementar y si se ha adoptado alguna medida al respecto. Además, como viene un 
artículo que les da una serie de beneficios a los pilotos de la Aviación Naval, nos gustaría saber si no 
se entiende que, en caso de que se esté aplicando esa medida de cobro, no se debería extender 
también a estos pilotos, que utilizan plataformas a veces similares a las de la Fuerza Aérea Uruguaya. 


Por otra parte, quisiéramos saber qué partida de recursos se le destina al Estado Mayor de la 
Defensa, es decir, nos gustaría conocer cuál es el presupuesto que hoy el Estado Mayor de la Defensa 
tiene para el cumplimiento de la misión que le asigna la Ley Marco de Defensa Nacional a la que el 
señor Subsecretario hacía referencia en el inicio de su intervención. Debo decir que comparto buena 
parte de lo que el señor Subsecretario manifestó en relación a ese objetivo, pero lamento mucho que 
en este período de Gobierno no hayan llegado las otras leyes que hacían a todo lo que es el sistema 
nacional de defensa. También lamento mucho que se utilice el mecanismo de la Rendición de Cuentas 
para la modificación de leyes orgánicas; creo que no es la mejor manera de tener una cabal 
visualización de lo que debe ser un sistema de defensa nacional. No me parece que sea lo mejor hacer 
modificaciones incorporando o eliminando parches a leyes orgánicas en la Rendición de Cuentas. Nos 
hubiera gustado, insisto, que en este período de Gobierno hubiera llegado el proyecto de ley orgánica 
del Ministerio de Defensa Nacional y los de las Fuerzas Armadas, en donde se podría hacer mucho de 
lo que se pretende hacer en esta Rendición de Cuentas. 


Además, hay una particularidad: en cada año varía la Fuerza a la que atendemos. En la 
Rendición de Cuentas de este año hay una serie de disposiciones sobre la Armada; en la anterior, creo 
que fue el turno de la Fuerza Aérea, y en la otra, el del Ejército. Se ve que el que más insiste con el 
Ministro o el Subsecretario es el que logra que se le atienda. Aclaro que no abro con esto juicios de 
valor políticos; simplemente digo que es algo que en todas las Administraciones pasa y no debería 
suceder si queremos encarar seriamente el tema de la defensa nacional. Este es un tema sobre el que 
también en el Senado hemos tenido debates muy interesantes con muchos legisladores que tienen una 
visión crítica de la necesidad de tener Fuerzas Armadas y un presupuesto tan elevado con ese fin. 
Creo que si quisiéramos algún día discutir este tema, deberíamos comenzar por pensar en serio en 
todo el armado institucional que se necesita y posteriormente dotarlo de todos los recursos necesarios 
para cumplir con la misión que le queremos asignar. 


Voy a plantear ahora algunas preguntas sobre el articulado. 


En primer lugar, con respecto al artículo 73, el señor Director General de Secretaría nos 
informaba que debe hacerse algún tipo de ajuste con respecto al pasaje del escalafón “K” a otro dentro 
del Ministerio. Nos gustaría que nos informara un poco más pormenorizadamente a qué ajuste se está 
refiriendo. 


Con respecto al artículo 71 -que es el relativo al Centro de Altos Estudios Nacionales- quiero 
decir que no me opongo a que se cobre una matrícula, pero vaticino que pueden pasar dos cosas. En 
primer lugar, con toda seguridad que va a dejar de haber interesados en participar de los cursos del 
Calen. En segundo término, va a ocurrir lo que siempre sucede cuando se establecen este tipo de 
cosas: empiezan las excepciones y, entonces, por este concepto terminamos no recaudando nada. 
Quienes ya llevamos años considerando rendiciones de cuentas sabemos que sistemáticamente se 
incorporan este tipo de artículos que, sin lugar a dudas, tienen un objetivo loable, pero después su 
implementación es muy difícil. Para lograr el objetivo de recaudar se puede estar atentando contra la 
cantidad y calidad de un centro que, realmente, cumple una importante labor en la formación en 
materia de estudios estratégicos en el Uruguay. Creo que la financiación de dicho instituto no debería 
pasar por esta posibilidad, sino por otras, aunque no nos oponemos a que, por lo menos, se haga la 
prueba. 


Con respecto al artículo 74, el señor Director General de Secretaría señaló que existían 
fundamentos de carácter filosóficos para la norma. Me gustaría que explicara cuáles son esas razones 
que llevaron a incluir este artículo en la Rendición de Cuentas que está a consideración del Senado. 


Antes que nada, quiero decir que comparto los comentarios hechos por el señor Subsecretario 
con respecto a la creación del Instituto Naval del Estado. Si bien entiendo la preocupación del Gobierno 


de promover a la industria naval -es un tema que tenemos que discutir- no creo que el mejor 
mecanismo sea proponer su creación en el proyecto de Rendición de Cuentas. 


Por último, aunque parezca un contrasentido con lo que acabo de expresar, debo decir con 
total honestidad que preferiría que las modificaciones en el escalafón de la Armada para la creación del 
cargo de Contralmirante se presentaran tal como las envió el Poder Ejecutivo, porque así se tiene una 
visión mucho más global que esta. Todos los aquí presentes sabemos que estos artículos que fueron 
desglosados del proyecto de Rendición de Cuentas no van a ser tratados en este período de Gobierno 
-porque plantean una modificación profunda a la Ley Orgánica de la Armada Nacional- por los tiempos 
que se avecinan y por las prioridades legítimas que tiene el Gobierno. De todos modos, debo decir que 
antes de esta propuesta de creación del grado de Contralmirante en el escalafón K, la visión que se 
planteaba era mucho más global, y la comparto, porque creo que es hacia donde debe ir la Armada 
Nacional, es decir, hacia un Cuerpo único, con la posibilidad de formaciones en todo sentido. Esto tiene 
mucho que ver con algún intento que alguno ha anunciado que se pretende concretar, como es el de 
sacar al Cuerpo de Prefectura de la Armada Nacional. Creo que ese es un grave error que no debería 
cometerse en nuestro país, y la mejor forma de que eso no suceda es que en la Armada Nacional 
todos tuvieran la misma capacidad, al ser Cuerpo de carácter general y cumplir todos con una misión 
que, a veces, parece ser hasta la misma, porque la tarea que cumplen los cuerpos generales con el 
patrullaje del mar territorial y las labores de la Prefectura, diría que son parecidas. 


En este sentido, quiero dejar la constancia de que comparto la visión del Poder Ejecutivo y, a 
pesar de que no es la Rendición de Cuentas el mejor lugar ni el mejor momento para modificar leyes 
orgánicas, en este caso no me opondría a que la creación de un cargo -cosa que sí es necesario hacer 
por medio de una Rendición de Cuentas, porque es de carácter presupuestal- viniera acompañada de 
una visión más global. 


SEÑORA MOREIRA.- Señora Presidenta: yo también voy a ir siguiendo el articulado. 


El artículo 71 es el que autoriza el cobro de los cursos que se brindan en el Calen. En el 
proyecto de ley de educación militar y policial que aprobó recientemente el Senado suprimimos el 
último artículo del texto que venía de la Cámara de Representantes -por lo que volvió a esta- que era 
una norma genérica que permitía el cobro de cursos. Nos pareció que su alcance era demasiado 
genérico y entendimos que la posibilidad de cobrar educación, independientemente del lugar donde se 
impartiera, era un tema que requería una discusión un poco más profunda. 


Mi primera pregunta se relaciona con este artículo 71, pero también hay otros que refieren a 
cobros. En toda la educación pública -es decir, la que se financia con recursos del Estado- en general 
no se cobran los cursos, con excepción de aquellos posgrados de la Universidad que son 
exclusivamente técnicos, no académicos. Entonces, me gustaría saber dónde entrarían estos cursos 
del Calen -que entiendo que son de tipo terciario- para justificar que puedan ser cobrados y no entren 
dentro de los principios generales de la gratuidad de los estudios terciarios en el Uruguay. 


Hago esta pregunta, también, porque el proyecto que tuvimos a consideración pone a la 
educación militar y policial dentro del marco de la Ley General de Educación, pero como parecería que 
esto constituye una excepción de algún tipo al principio de gratuidad de la enseñanza terciaria, me 
gustaría saber cómo se la justifica. 


El artículo 72 refiere al subescalafón “Justicia Militar” y, justamente, en la Comisión de 
Constitución y Legislación estamos considerando la reforma del Código del Proceso Penal, que 
incorpora dos o tres artículos sobre la Justicia Militar como Justicia excepcional y determina -como ya 
lo había hecho una ley anterior- que solo rige para delitos cometidos en tiempos de guerra o 
especificamente militares, mientras todo el resto es competencia de la Justicia Civil y, cuando hay 
conflicto de competencia, decide esta última. 


El señor Senador Rosadilla, que fue Ministro de Defensa Nacional e integra la Comisión, nos 
indicó que este proceso de especificidad de la Justicia Militar todavía no estaba terminado. Entonces, 
ante mi pregunta de por qué seguimos pidiendo compensaciones para la Justicia Militar y no 


terminamos de separar lo que es Justicia Militar de lo que es Justicia Civil, él me respondía que 
mientras no se termine de procesar la especificidad de la Justicia Militar, tenemos que seguir pagando 
las compensaciones para los Jueces Militares. Por tanto, aprovechando que tenemos este artículo 72, 
quiero preguntar cuándo vamos a terminar de completar este proceso. 


El artículo 77 es una ampliación de un pago de algo así como US$ 300.000 -una buena 
cantidad de dinero- para la Compañía Especial Antiterrorista, que tan discutida fue en la Rendición de 
Cuentas pasada. Entiendo que lo que se hace es ampliar el alcance de esta partida no solo para esta 
Compañía sino también para la Sección de Antenistas del Batallón de Apoyo y Servicios de 
Comunicaciones N* 2 y el personal de Ingenieros afectado a incidentes QBRN. Concretamente, 
quisiera saber específicamente por qué decidieron ampliar el alcance de esta partida que viene de la 
Rendición de Cuentas pasada. 


Con respecto al artículo 83, quisiera hacer una reflexión similar a la del artículo 71, pero 
referida a los cursos que brinda el Centro de Instrucción de la Armada relacionados con la industria 
naval. Yo entiendo que esto está todo dentro del llamado cluster naval y me pregunto a quién están 
dirigidos estos cursos que presta el Centro de Instrucción de la Armada: a privados o a públicos. Del 
mismo modo, me gustaría saber cómo participan las otras instituciones del cluster naval en un área 
industrial y de servicios que, al parecer, tiene una buena perspectiva de crecimiento en Uruguay. 


En relación con las compensaciones por asiduidad, quiero hacer referencia a una propuesta 
que me ha llegado desde la Dinacia en el sentido de que se incorpore un artículo aditivo en el Inciso 
03 “Ministerio de Defensa Nacional”. Según se expresa, mediante este artículo se facultaría a la 
Dirección Nacional de Aviación Civil a readecuar los recursos provenientes de la modificación del 
cuadro tarifario del Servicio de Información Aeronáutica, con destino al cumplimiento de la Ley de 
Seguridad Operacional de la Aeronáutica Civil, al incremento de inspectores y al fomento de la aviación 
civil. 


A este respecto, nos enviaron una larga fundamentación, de la que -supongo- ya todos 
disponen. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No ha sido repartida, señora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- En todo caso, consulto a las autoridades del Ministerio de Defensa Nacional si 
están en conocimiento de esta propuesta de la Dinacia para que se incluya un artículo aditivo. 


Asimismo, me interesa saber cómo se relaciona la solicitud de incremento de Inspectores de 
Seguridad Operacional con el tema de los Controladores Aéreos. Desde el inicio de este Período de 
Gobierno existe la idea de que todo o parte de esta operativa pase a ser especificamente civil. Pues 
bien, quisiera saber si se ha avanzado en ese sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito a la señora Senadora que nos facilite la propuesta que ha 
mencionado, a efectos de que sea repartida. 


SEÑORA MOREIRA.- Con mucho gusto. 


Luego, el artículo 85 que refiere a la comercialización de datos e información hidrográfica, 
oceanográfica y meteorológica marina. Me parece muy bien que se refuercen estos servicios, pero no 
comparto la idea de que el Estado se cobre a sí mismo. En concreto, me importa saber quiénes usan 
estos datos. ¿Son las universidades u otras dependencias del Estado? Efectivamente, este servicio 
está financiado por el Estado. Entonces, ¿por qué el Estado tendría que pagar un servicio que se 
brinda en el Estado y que este financia? 


Reitero: ¿quiénes usan estos datos? Sé que la Universidad de la República los utiliza y por 
supuesto que si se tratara de una empresa multinacional no me importaría que se le cobrara, pero me 
preocupa que se cobre a dependencias del propio Estado. 


En relación con el artículo 86, que se refiere al Museo Naval, quiero advertir a las autoridades 
del Ministerio que existe una ley relativa a museos en la que se especifican varios puntos. Me gustaría 
saber si el Museo Naval se enmarca en lo que dispone esta ley. 


SEÑOR PLANCHÓN.- Sí, señora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- En ese caso, el Museo Naval debería hacer sus aportes, pero también se 
beneficiaría con todo lo que se dispone en este marco legal. 


En otro orden de cosas, quisiera recibir información sobre un artículo un tanto raro, pues al 
parecer se relaciona con la pérdida de muebles, útiles y equipos, de la que se responsabilizaría a los 
funcionarios. Me gustaría saber qué está pasando. ¿Existe robo de materiales y equipos? 
Concretamente, se trata del artículo 88 que establece que se responsabiliza y se cobra al personal 
militar lo correspondiente en el caso de deterioro o pérdida de muebles, útiles, etcétera. Se puede 
suponer que, si se incluye este tema en una ley, es bastante importante. 


En fin, me gustaría saber qué ocurre en relación con los muebles y equipos. ¿Desaparecen? 
¿Los rompen a hachazos? 


El artículo 93 también me parece un poco raro, porque dice: “Facúltase”, “a realizar 
contratos laborales”. Entiendo que los contratos laborales a nivel estatal son los que se rigen por el 
Derecho Privado, tienen una duración de doce meses y solo pueden ser firmados por razones 
debidamente justificadas -en ningún caso refieren a la prestación de tareas permanentes- el vínculo se 
extinguiría por el agotamiento del plazo o incumplimiento y las contrataciones se realizarían mediante 
concurso -o sorteo, en el caso de funciones no calificadas- lo que estaría a cargo de la Oficina Nacional 
de Servicio Civil. Mediante el artículo 93 se autoriza a que el Ministerio de Defensa Nacional realice 
contratos laborales sin concurso y por un plazo de veinticuatro meses, es decir, lo que no se condice 
con lo que aprobamos luego de una ardua discusión en la instancia presupuestal. 


Con respecto al artículo 99, que refiere a los precios o tarifas que se establecerán por el uso 
de las instalaciones deportivas del Ministerio, quiero señalar que cuando aprobamos la Ley de 
Educación Policial y Militar, votamos un artículo de complementariedad entre los sistemas de 
educación militar, de educación policial y de educación pública, entendiendo que esa 
complementariedad de sistemas también abarcaba a los edificios e instalaciones. O sea que si en 
algún departamento hubiera un complejo de la Armada que se usa para la práctica deportiva, se podría 
usar en complementariedad con Enseñanza Secundaria y eso no supondría cobro alguno. Me 
preocupa, entonces, a quién se le va a cobrar por el uso de las instalaciones deportivas, porque - 
reitero- que el Estado le cobre al Estado no es bueno; si existe complementariedad entre organismos 
públicos, no parece una buena idea que se estén cobrando o, por lo menos, no concuerda con el 
principio de complementariedad que establecimos en esa Ley de educación. 


Finalmente, quiero referirme a lo que mencionó el señor Senador Penadés sobre las 
reformas, o sobre las leyes faltantes, como la Ley Orgánica Militar. Concretamente, quisiera saber si 
hay alguna idea acerca de modificar el sistema de retiros, ya que en la última discusión que tuvimos - 
no recuerdo sobre qué proyecto de ley- advertimos que ese sistema estaba privando a las Fuerzas 
Armadas de tener personal completamente calificado y en edad muy útil, ya que estábamos jubilando 
compulsivamente a edades muy tempranas, a gente con 52, 55 o 58 años de edad a la que le llevó 
mucho tiempo formarse, y eso va en desmedro de la calificación y de la potencia de las propias 
Fuerzas. 


En definitiva, quisiera saber si hay alguna iniciativa con relación a modificar la ley en la que se 
enmarca el sistema de retiros. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Voy a tratar de contestar algunas de las interrogantes realizadas y 
solicito que luego se dé la palabra al profesor Planchón para que responda las demás y, de ser 
necesario, a algún otro compañero del equipo asesor que nos acompaña. 


En primer lugar, agradezco al señor Senador Penadés su planteo, pues permite dar 
respuesta en este período a preguntas de carácter puntual que requieren ser avaladas por una 
información precisa. 


Por otra parte se formularon algunas preguntas de carácter general que vamos a ir 
contestando, aunque no voy a seguir el orden en que fueron realizadas. Por ejemplo, es cierto que 
hasta el momento no hemos logrado dar respuesta a un objetivo que nos trazamos en el anterior 
período de Gobierno, cuando se generaron las mesas de debate para la aprobación de la Ley Marco 
de Defensa Nacional, oportunidad en que manifestamos la necesidad de modificar la Ley Orgánica 
Militar y las Leyes Orgánicas de los distintos Comandos. Por diferentes circunstancias, luego de la 
aprobación de la Ley Marco -en febrero de 2010- se ha ido trabajando en distintas áreas, entre ellas, 
en las políticas de defensa. A nuestro entender, este es un insumo sustancial a partir del cual 
tendremos que determinar, con certeza y con visos de realidad, los aspectos que vamos a modificar en 
las leyes orgánicas, tanto en la supresión de la Ley N* 14.157 como en las leyes orgánicas respectivas 
de cada una de las Fuerzas. 


Pretendemos que esta política de defensa -como lo determina el artículo 3% de la ley- sea 
muy amplia de forma que, con un criterio abarcativo, incluya las distintas concepciones de los actores 
políticos, sociales, militares, etcétera, de nuestro quehacer nacional. Deseamos que sea una política 
abarcativa y pública. 


Existe una Comisión que ha venido trabajando sobre este tema, en el que están 
representados los distintos Ministerios que integran el Consejo de Defensa Nacional: los Ministerios de 
Defensa Nacional, del Interior, de Relaciones Exteriores, de Economía y Finanzas y también la 
Presidencia de la República. Ese grupo de trabajo ya ha generado un insumo de acuerdo y disenso. 


Por otra parte, desde el Ministerio de Defensa Nacional se están cursando invitaciones a 
nivel nacional -con un criterio muy amplio- a los partidos políticos, a las Comisiones de Defensa 
Nacional y de Relaciones Exteriores de ambas Cámaras, a las Intendencias, etcétera, para llevar 
adelante una discusión a nivel doctrinario, que tenga como objetivo generar insumos no vinculantes 
sobre las políticas de defensa en nuestro país. En este evento que organiza el Ministerio de Defensa 
Nacional -que se va a desarrollar en el Calen- pensamos contar con el aporte del más amplio sector 
político pero también ciudadano de nuestro país. Sin lugar a dudas, será un disparador para realizar la 
modificación de las leyes, pero coincido con el señor Senador Penadés en que a veces los tiempos no 
son los que uno se plantea ni desea. Usted sabe de esto porque, si bien es joven, es un viejo 
legislador. 


Por otra parte, quiero establecer por qué modificamos leyes orgánicas en una Rendición de 
Cuentas. Creo que esto no es una novedad para el sistema político uruguayo; tal vez sea cierto que no 
es lo mejor, pero repito que no es una novedad. Como dice la canción: “nos tienen acostumbrados”. 


Recuerdo una modificación profunda que se hizo luego del período dictatorial en nuestro 
país, que tuvo que ver con aquella que intentó eliminar -creo que no lo logró- aspectos doctrinarios 
que tenían relación con la seguridad de nuestro Estado, con la doctrina de la Seguridad Nacional. En 
ese caso se modificaron leyes y el sistema político estuvo de acuerdo. Creo que fue algo muy bueno. 
Existen aspectos que quedaron y no han sido eliminados en su totalidad; pienso que deberíamos 
avanzar en ese aspecto. 


Entonces, es cierto que a veces usamos la Rendición de Cuentas para introducir 
modificaciones, pero es necesario hacerlo. Es una vieja práctica del sistema político uruguayo -tal vez 
no sea la mejor- que fue transitada por todos. Por lo tanto, no nos debemos extrañar ni asombrar al 
respecto. 


En cuanto a la situación de Sanidad, en particular, del Hospital Central de nuestras Fuerzas 
Armadas, es como lo dice el señor Senador Penadés. Al inicio de nuestra gestión tuvimos un 
sinnúmero de reclamos y planteos que tenían que ver con la situación salarial de médicos y de otros 
funcionarios de la salud. Tuvimos dificultades para reencontrarnos con la posibilidad de seguir 


avanzando en la construcción de un hospital que tiene una dualidad funcional muy importante: por un 
lado, atender a un universo de alrededor de 170.000 usuarios y ser, por otro, a nivel nacional una 
reserva fundamental, desde el punto de vista militar, para todo tipo de dificultades, un centro de 
respuesta inmediata ante accidentes naturales, antrópicos, etcétera, que se den a nivel nacional. 


Quiero recordar que en la Rendición de Cuentas del año 2010, el Poder Ejecutivo, a través 
del Ministerio de Economía y Finanzas, dispuso un fortalecimiento de $ 154:000.000, que significó un 
aporte sustancial para nivelar los salarios de los funcionarios médicos y no médicos de la salud que en 
aquel momento estaban muy desbalanceados con respecto a los privados. Sabemos que esta no es 
una solución definitiva. A nivel de la salud existe una permanente demanda por la diferencia de salarios 
entre el sector público y el privado, y el Hospital de las Fuerzas Armadas no escapa a esa situación. 


Por otra parte, hicimos una modificación que creemos sustancial en los aportes económicos 
que se vierten a sanidad. Me refiero a la contribución que cada beneficiario, activo o pasivo, realiza a la 
Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas, que se liquida en base a las retribuciones 
nominales sujetas a montepío. Se toma como base de cálculo un equivalente de Bases de 
Prestaciones y Contribuciones que fija el Poder Ejecutivo en función de ciertos porcentajes: de O a 2,5 
BPC, un 1%; de 2,5 a 5 BPC, un 2,5%, y de más de 5 BPC, un 4%. Una de las características de esta 
contribución es que incluye a todo el núcleo familiar y se destina directamente a gastos de 
funcionamiento -no a retribuciones personales- y a la construcción de la Torre 5, que va a permitir 
eliminar viejos barracones donde fundamentalmente se asiste personal subalterno. 


Por otra parte, desde el punto de vista de los adelantos tecnológicos, se avanzó en una serie 
de proyectos que permitieron seguir trabajando con el Banco de Tumores, en el trasplante 
hepatorrenal, en coordinación con la Universidad de la República, el Hospital de Clínicas y otra serie de 
unidades que tratan de dar excelencia en la atención de salud de nuestra población. Entonces, si bien 
no estamos en una situación óptima, puedo decir que estamos mucho mejor, señor Senador. 


Con respecto al tema del personal médico en las misiones, comparto el planteo realizado por 
el señor Senador. Existen dificultades en la captación de personal y eso tiene relación con lo que recién 
mencionábamos acerca de la temenda demanda de médicos en el sistema actual, así como también 
lo que implica estar nueve meses en una misión. Quiero recordar que hace poco tiempo las Naciones 
Unidas nos estaba prácticamente conminando a extender el período de misión a doce meses, pero por 
distintas circunstancias logramos dejarlo en nueve. Creo que no es una mala idea la que plantea el 
señor Senador y lo conversaremos en el ámbito que corresponda. Esto se coordina con el Sistema 
Nacional de Apoyo a las Operaciones de Paz y creemos que quizás se podría buscar una solución a 
través de una vía distinta a la de la Rendición de Cuentas. Por tanto, es de recibo el planteo realizado y 
lo tendremos en consideración. 


En cuanto al estado de aprestamiento de nuestra flota naval y la parte aeronaval del 
Comando General de la Armada, estamos preparando un informe que luego enviaremos a los señores 
Senadores. Justamente, la Cámara de Representantes nos convocó el martes 10 para exponer sobre 
este mismo tema. En ese informe también se explicará el estado de las aeronaves de nuestra Fuerza 
Aérea, pero podemos adelantarles algunos datos. Anualmente estamos en el entorno de las once mil 
cuatrocientas horas de vuelo, en una gráfica ascendente que partía de las nueve mil y pico. 
Consideramos que para nuestro país es un nivel bastante aceptable. Con respecto al aprestamiento de 
nuestras plataformas aeronáuticas, hoy en día estamos en un 40%. Es necesario recordar que 
nuestras plataformas son de mucho tiempo atrás; estuvieron participando en guerras lejanas. 
Esperamos que en cuanto a las próximas que tengamos, no sea necesario decir esto, 
fundamentalmente por el mundo, por la humanidad. 


Tenemos la preocupación, la idea -lo hemos conversado con el señor Ministro y en el 
Consejo de Ministros- de que nuestro país debe tener una respuesta muy profesional y dúctil, con 
capacidad de cubrir rápidamente nuestro espacio aéreo, pero también nuestro mar territorial, con poco 
personal, pero bien calificado. Para alcanzar tal objetivo -no lo haremos a través de la Rendición de 
Cuentas- y atender áreas y zonas de nuestro país que, por su desarrollo, antes no existían -como, por 
ejemplo, las plataformas offshore, hoy en estudio e investigación, y esperemos que dentro de poco en 
explotación; el puerto de aguas profundas y corredores de vías saludables, que requieren de una 


respuesta de patrulleros oceánicos dúctiles y con capacidad de respuesta militar ante una interdicción 
por situaciones ilícitas, pero también para atacar incendios iniciales, derrames de petróleo o 
combustible- deberemos contar con el esfuerzo de todo el Estado y con plataformas del Estado -no 
solo del Ministerio de Defensa Nacional- capaces de atender esas situaciones. Hago referencia, 
además, a nuestras plataformas aéreas, tan necesarias para controlar nuestro espacio aéreo. Lo que 
hemos vivido poco tiempo atrás con la interdicción de una aeronave que terminó aterrizando en nuestro 
departamento de Durazno es una muestra de ello, por lo que debemos estar preparados y contar con 
recursos humanos para poder dar una respuesta adecuada. Comunico a los integrantes de la 
Comisión que en unos días tendrán a su disposición la información final. 


En lo que tiene que ver con el traslado de la sede del Ministerio de Defensa Nacional, cabe 
señalar que existe la decisión y ya se está estudiando su ejecución. Si bien es cierto lo que el señor 
Senador plantea acerca de la lejanía, tenemos la dificultad de tener una Secretaría de Estado dispersa, 
con distintas áreas de funcionamiento en diversas locaciones -algunas dentro de la propia estructura 
de la avenida 8 de Octubre, y otras en ubicaciones lejanas- cosa que nos dificulta el funcionamiento. 
Por este motivo pretendemos llevar adelante un fideicomiso financiero y comercial de propiedades no 
esenciales para el Ministerio y reconvertirlas en necesidades imperativas. En función de este 
mecanismo, incluso pretendemos trasladar dependencias de la propia Secretaría de Estado a una 
unidad que pueda ser abarcativa de todo ello. Ese es el criterio central del traslado. 


Sabemos que existen otras dificultades que, de alguna manera, trataremos de ir solucionando; 
nos encontramos trabajando en ellas. El tiempo dirá si finalizamos con este proyecto y la forma en que 
lo haremos. 


Enviaremos luego la planilla con los salarios de cada uno de los integrantes, los aumentos de 
sueldo, etcétera. A la fecha, la cantidad de civiles transformados en nuestra unidad ejecutora 001 
“Dirección General de Secretaría de Estado”, ha sido de ciento veintiuno, mientras que en la totalidad 
del Inciso han sido mil cuatrocientos veintisiete. 


Es un número no menor; apunta al objetivo trazado. Luego enviaremos los datos solicitados, señor 
Senador. Creo que, por lo menos, esto ha sido un avance. 


Para terminar mi intervención, voy a contestar algunas de las preguntas formuladas por la 
señora Senadora Moreira. Las otras las responderá el profesor Planchón. 


En cuanto al Código Penal Militar, cuando se aprobó la Ley N* 18.650, en uno de sus 
artículos finales hacía referencia a lo establecido por el artículo 253 de la Constitución de la República, 
que determina la órbita jurisdiccional de atención de los funcionarios del Ministerio de Defensa 
Nacional, del personal militar cuando no hay estado en guerra en nuestro país. Allí se determina 
taxativamente el pasaje a la órbita civil. Por ley y tomando en cuenta lo determinado por la 
Constitución, la órbita civil es el escenario natural de tratamiento de los delitos cometidos por militares, 
fuera o dentro de recintos militares. 


En 2010 una comisión integrada por representantes del Ministerio de Defensa Nacional, de la 
Suprema Corte de Justicia y el Supremo Tribunal Militar -organismo dependiente desde el punto de 
vista administrativo del Ministerio de Defensa Nacional, pero con independencia técnica- elaboró un 
anteproyecto de ley, que se consolidó como un proyecto de nuevo Código Penal Militar y de 
organización de los tribunales militares, aprobado por el Poder Ejecutivo -fue firmado por nuestro 
Ministro y nuestro Presidente- y enviado a la Asamblea General. Este año, hace dos meses, fuimos 
convocados por primera vez para el tratamiento de este tema a nivel parlamentario. 


Este nuevo Código Penal Militar innova en muchas áreas, para nosotros muy importantes, y 
recoge conceptualizaciones diferentes a las existentes hasta ahora, que han estado más de cien años 
en la jurisdicción nacional. Cambia, por ejemplo, el concepto de obediencia debida por otros conceptos 
mucho más aggiornados que tienen que ver con una obediencia inteligente y de respeto a las leyes 
nacionales en otras áreas. 


Lamento, señora Senadora, que se haya esperado tanto para comenzar a tratar estos temas. 
Lo lamento realmente. No es responsabilidad del Ministerio de Defensa Nacional, pero esperamos que 
prontamente podamos avanzar en esa materia. Allí posiblemente dejará de existir, en la organización 
de los tribunales, el Supremo Tribunal Militar en la órbita del Ministerio de Defensa Nacional, pero no 
tengo muchas expectativas en cuanto a los tiempos. Es por eso que actuamos de esta forma en este 
momento, tratando de dar las soluciones que hoy se requieren; mal haríamos si no resolviéramos las 
cosas que hoy requieren solución. 


Al tema de fondo sí lo hemos tratado. Hemos hecho lo que teníamos que hacer por ley, por 
mandato legal. Con relación a este aspecto, estamos tranquilos. Me refiero al tema penal, porque lo 
que tiene que ver con la ética y la moral es tema de los Tribunales Militares; lo que tiene que ver con 
las faltas, es materia de los Tribunales de Faltas. En cuanto a los Códigos, estos deberían unificarse, y 
estamos trabajando para ello, porque existe uno para cada Fuerza. 


Ese es el esquema general. 


SEÑOR PLANCHÓN..- Agradezco a los Senadores Penadés y Moreira por las preguntas realizadas. 
Me veo tentado -ya que el señor Subsecretario nombró a su departamento, Durazno- a mencionar a 
Colonia e invitarlos a visitarlo. 


Traté de nuclear varias preguntas en algunas áreas, sobre todo en lo que tiene que ver con 
educación y formación, ya que recientemente se trató en el Senado el proyecto de ley relativo a 
educación policial y militar. Y aprovechando la oportunidad de que estamos viendo algunas direcciones 
generales, ya que trabajamos con otros organismos del Estado -ya sea la ANEP, la Universidad y otros 
Ministerios- quiero dar algunos conceptos globales acerca de este proyecto, que nos llevó casi dos 
años y medio, dando respuesta a las preguntas formuladas por la señora Senadora Moreira. En mi 
opinión, el proyecto tiene algunas falencias. 


La educación formal y obligatoria en este país es gratuita. Ahora bien, hay un montón de 
ofertas educativas del Estado no formales y no obligatorias, que sí se cobran. Incluso, la UTU tiene un 
departamento especializado en estudiar cursos que se cobran a empresas, a demanda de algunas 
capacidades técnicas, y la UTU es de todos y es educación pública del Estado. Nosotros incluimos en 
ese proyecto un concepto que trabajamos durante toda esta Administración de Gobierno -el Presidente 
de la República lo dijo en reiteradas ocasiones y también nuestro Ministro de Defensa Nacional- que es 
el concepto de devolución social. El mismo significa que no podemos extender el criterio de gratuidad 
de la educación, que es obligatoria para todos los ciudadanos, a algunas áreas de la educación y de la 
formación que no son obligatorias, que tienen un alto costo para el Estado en cuanto a inversión, no 
teniendo ninguna obligación de cursarlas quien estudia, se capacita, tiene un título y ejerce esa 
profesión. En el ámbito militar, las tres Fuerzas integraron una Comisión en la que trabajaron con quien 
habla -porque antes era Director de Formación en el Ministerio de Defensa Nacional- y manejamos 
mucho el concepto de devolución social, estudiando otras realidades de formación militar en otros 
países que también son repúblicas, muchos de ellos cuna del liberalismo, pero que no se dan la 
posibilidad de generar una obligación monetaria a quien obtiene esa titulación. No estamos hablando 
de cobrar un curso, sino de que se tenga una obligación para con el Estado. Y esto se aplica mucho 
más en la formación militar. Cualquier militar, cuando egresa, es Guardia Marina o Alférez de la escuela 
de formación de oficiales y jura dar hasta su propia vida por la patria, por la defensa de las 
instituciones, del territorio, de la soberanía. ¿Cómo podemos pretender que alguien que hace ese 
juramento pase a retiro para trabajar en una empresa privada a los dos años? ¿Cómo no vamos a 
generar una herramienta legal para que ese tipo de compromiso tenga su correlato económico, que le 
duela el bolsillo? Y los señores Senadores que estuvieron en la Comisión cuando concurrimos a 
explicar el concepto de devolución social saben perfectamente que creo que no solo debe ser así - 
como sucede en muchos países de este planeta- en cuanto a la formación militar, sino en otras áreas 
profesionales muy serias para la vida de cualquier república o sociedad, porque el liberalismo llevado a 
ese fundamentalismo acérrimo hace que muchas profesiones se conviertan en corporaciones. Lo tengo 
que decir como lo dije en aquella oportunidad en la Comisión de Educación y Cultura del Senado y, ya 
que me lo preguntan, lo digo de nuevo acá: creo que en este proyecto de ley y en la propuesta del 
Senado se cometió un gravísimo error al sacar de nuestro sistema educativo el concepto de devolución 
social, y no quiero opinar por qué. Creo que, desgraciadamente, extender el concepto de gratuidad a 


áreas de la educación que no son obligatorias para los ciudadanos puede ser una extensión de 
intereses de corporaciones profesionales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se sacó el artículo a cuenta de estudiarlo en su generalidad y profundizar el 
tema, esa fue la fundamentación que hicimos, incluso, en la exposición de motivos del proyecto de ley. 
Era un tema importante, la Comisión en ese momento no estaba en condiciones de aprobarlo y, 
entonces, la solución que encontramos fue retirarlo del proyecto de ley y que quedara como parte del 
orden del día para que lo tratara la Comisión. 


SEÑOR PLANCHÓN.- Me da un gran alivio que este país avance en esa dirección. 


Voy a referirme ahora a la pregunta que formuló la señora Senadora Moreira con respecto a 
cobrar cursos. 


En primer lugar, el Estado, desgraciadamente, se cobra a sí mismo en muchos tipos de 
actividades que tienen que ver con la educación. Incluso, la Universidad de la República cobra si se le 
pide algún tipo de asesoramiento o consultoría. En este caso está planteado para la actividad privada, 
tanto en el Sohnma como en el Centro de Instrucción de la Armada, con la misma concepción que tiene 
UTU. 


En el Centro de Instrucción de la Armada se realizan cursos de capacitación técnica para 
carenado, soldadura y todo lo que tiene que ver con la reparación y la construcción naval, pero para el 
personal militar. Ahora bien, ocurre que hay una importante demanda de civiles que se quieren 
capacitar para trabajar en esta área en expansión. A veces viene una empresa y dice que quiere 
capacitar a su plantilla de trabajadores, con lo que va a tener un gran correlato en su actividad 
económica. De manera que abrir estos cursos para civiles y darlos gratis genera una situación bastante 
compleja, porque esos rubros corresponden al funcionamiento de la Armada Nacional. Nosotros, 
cuando discutimos el presupuesto para la educación -y el señor Subsecretario lo planteó muy bien a 
nivel general del Inciso “Ministerio de Defensa Nacional”- jamás tenemos en cuenta este aspecto, 
hablamos del presupuesto para la educación en otras partes del Estado. Entonces, si creemos que 
esta capacidad existe en el Estado, que hay que abrirla para civiles y que hay que complementar con 
todo el sistema, cuando vienen los privados -así como hace UTU que, en ese departamento, estudia 
cobrar esos cursos- pedimos legalmente que en la Armada se pueda cobrar porque, de lo contrario, 
generaríamos una competencia del Estado consigo mismo, y en un área donde ha perdido el 
conocimiento y la capacidad de enseñar estos oficios. Esta situación es exclusivamente para eso. 


Como los señores Senadores saben, no somos un Ministerio priorizado presupuestalmente y 
no hay artículos que incrementen el gasto del Estado con respecto a la formación y educación, pero 
por lo menos queremos tener la posibilidad, cuando se requieren estas capacidades, de obtener 
recursos para poder solventar esto. No es lo mismo tener la posibilidad de capacitar a cinco marineros 
para que sean soldadores -y los señores Senadores están invitados a ver los talleres que tiene la 
Armada Nacional para capacitar a su personal- que tener que formar grupos de 35 personas. De 
manera que en el Ministerio hemos buscado formas, no por la vía del aumento presupuestal, de salvar 
estas falencias que la realidad misma del desarrollo del país nos impone. 


SEÑOR TAJAM.- Quería pedir una reflexión acerca de la variación de la cantidad de funcionarios 
públicos. 


En concreto, la variación principal que hubo, según los informes que hoy vimos con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, fue entre los años 2012 y 2009. Estamos hablando de 3.534 funcionarios 
menos. En el 2009 había unos 200 funcionarios más y entre los años 2012 y 2011 el número bajó en 
536. Quiere decir que en estos últimos años hay una fuerte tendencia a la baja. En este sentido, quiero 
saber si, en primer lugar, es una tendencia que ustedes prevén que continúe y, de ser así, si existe 
algún límite o número de funcionario ideal para las funciones que hoy se le están dando a la Defensa 
Nacional. 


SEÑOR BARÁIBAR.- En esta ocasión -en que tenemos a las altas autoridades del Ministerio: al 
Subsecretario, al Director General, así como a otros funcionarios- quiero exponer algunas vivencias 
que he tenido durante este año, precisamente, en contacto con las Fuerzas Armadas, en distintos 
ámbitos. 


En el mes de enero fui invitado por el Instituto Antártico a visitar la Antártida uruguaya, en la 
isla Rey Jorge. En esa oportunidad, pude apreciar la extraordinaria tarea que este Instituto está 
realizando, porque permite que se establezca un vínculo muy importante en un territorio del planeta 
donde, precisamente, las fronteras territoriales no existen y las disputas de soberanía están 
suspendidas. Esto solo ocurre en la Antártica: si bien hay reivindicaciones, el Instituto establece que las 
disputas de soberanía quedaron suspendidas. Quiero señalar que concurrí acompañado por el 
General Washington Martínez, Comandante de la Fuerza Aérea -aclaro que me puedo equivocar al 
nombrar los Grados, porque no soy experto en temas militares- con el General del Estado Mayor de la 
Defensa, General Castellá, con el General Loitey, así como otras autoridades del Estado que, si bien 
puedo olvidarme de mencionar alguna, recuerdo especialmente a la Presidenta de Antel, ingeniera 
Carolina Cosse, porque es mujer y porque las condiciones de la Antártida no son fáciles. 


La experiencia fue formidable porque, como dije, se produjo en un territorio donde no existen 
fronteras territoriales, las discusiones de soberanía están suspendidas y hay un enorme espacio para 
el trabajo de coordinación y de intercambio científico. La base de Uruguay -que es muy pequeña, tal 
como nuestro país, con recursos limitados, pero muy prolija- tiene una extraordinaria pintura de un sol 
hecha por Carlos Páez Vilaró -que no pudo ir por razones de salud, pero mandó el boceto- y que 
permite tener, casi caminando en la nieve, contactos políticos de enorme importancia como son las 
relaciones con los países del Mercosur. En este sentido, debo decir que el avión en el que llegamos al 
aeropuerto está en la base chilena -es el único que hay en la región para todas las bases instaladas- 
por la que fuimos recibidos, que tiene un extraordinario desarrollo desde el punto de vista de la 
infraestructura. En esos días, el Presidente Piñera, estaba inaugurando a mil metros de la isla Rey 
Jorge y del punto cero del epicentro antártico, una base de hielos eternos, investigación científica... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito que se remita a la Rendición de Cuentas, pues hay dos señores 
Senadores anotados para formular preguntas a los representantes del Ministerio y, si bien es muy 
interesante lo que está contando, nada tiene que ver con el tratamiento de la Rendición de Cuentas. 
Solicito que concrete las preguntas, señor Senador. 


SEÑOR BARÁBIAR.- No voy a hacer ninguna pregunta, señora Presidenta, quiero decir que voy a 
hacer una rendición de cuentas de lo que ha sido mi experiencia... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Este no es el ámbito para hacerlo, en todo caso, lo sería la Comisión de 
Defensa Nacional. 


SEÑOR BARAIBAR.- Permítame terminar y ampáreme en el uso de la palabra, señora Presidenta. 


Debo decir que nos encontrábamos muy cerca de la base chilena, así como de las de la 
República Popular China, Japón, Corea y Rusia, como me acota un especialista en el tema, el señor 
Senador Penadés. 


Debo decir que hace unos meses fui invitado por la Armada a visitar la base del contingente 
uruguayo en la Minustah, en Haití. Allí también fuimos con el contingente que iba a hacer el relevo, 
luego de los nueve meses a los que se hizo referencia. Creo que nadie sabe que se hicieron ocho 
charters de ida y vuelta con 200 pasajeros para reponer los 1.000 soldados, entre Marina, Ejército y 
Aviación -fundamentalmente Ejército- que están en la Minustah. 


Haciéndole caso a la señora Presidenta, aclaro que el análisis político de la experiencia 
vivida en Haití voy a realizarlo en otra ocasión, en la Comisión de Defensa Nacional. 


Hace poco, junto con los señores Senadores Penadés, Viera, Nin Novoa y Rosadilla fuimos 
al Congo en un charter que partió de Montevideo a San Pablo, de allí a Kigali, la capital de Ruanda, y 


luego a Goma. Puedo decir que fue una experiencia formidable en la que pudimos ver una realidad 
muy compleja. Precisamente, hace unos días hubo un incidente en la base aérea de Goma, donde 
estuvimos alojados durante una semana; se trató de una situación muy compleja que amerita ser 
examinada en detalle. Debo decir que fuimos con el General Montaner y con el General Glodofsky y en 
todo momento tuvimos su apoyo para el desempeño de la tarea. 


Por último, quiero destacar el comportamiento de los 200 soldados uruguayos, tanto en el 
Aeropuerto Nacional de Carrasco como en la llegada a Kigali, al rayo del sol, con temperaturas de 35*. 
Lo mismo sucedió en el traslado por tierra a la ciudad de Goma, en la semana que estuvimos allí y en 
el regreso. Debo mencionar el extraordinario operativo que se realizó, algo que es ampliamente 
desconocido por la inmensa mayoría del pueblo uruguayo, incluso por quienes tenemos la obligación 
de conocerlo, es decir, los parlamentarios y, sobre todo, los integrantes de la Comisión de Defensa 
Nacional. 


Es cierto que estamos considerando el proyecto de Rendición de Cuentas, pero creo que 
estas vivencias tienen mucho que ver con la realidad de nuestro país y es oportuno mencionarlas. Me 
parece que la experiencia de que Senadores y Diputados visiten estos contingentes militares -en este 
momento Uruguay está fundamentalmente en Haití y en Congo, aunque tiene una presencia pequeña 
en otros- es formidable y ayuda a comprender el profesionalismo que tienen. 


También estuve en Londres, donde fui recibido por la Academia de Altos Estudios Militares 
del Reino Unido, y estuve con el Jefe Militar del Reino Unido. Allí pude apreciar el extraordinario 
reconocimiento que se tiene del papel que cumplen las fuerzas de paz uruguayas, por su 
profesionalismo, su patriotismo y el sentido de defensa de los altos valores de las Fuerzas Armadas 
dentro del marco de las Naciones Unidas. 


Muchas gracias, señora Presidenta. Es cuanto quería decir para que quedara constancia en 
esta reunión. 


SEÑOR RUBIO.- Quisiera plantear dos preguntas: una de carácter puntual y otra más amplia, que si 
no me equivoco ya fue formulada, pero no me quedó claro si fue contestada. 


Recibimos un memorándum de la Sociedad de Prácticos del Puerto de Montevideo y la 
Corporación Uruguaya de Prácticos del Río Uruguay, Río de la Plata y Litoral Marítimo relacionado con 
lo dispuesto en el artículo 80, pero entiendo que en el texto aprobado en la Cámara de Representantes 
se incorporan muchas de las observaciones formuladas. No obstante, me surge una duda y me 
gustaría entender por qué en la propuesta del Poder Ejecutivo, que se mantiene en el proyecto 
aprobado en la otra Cámara, se hace referencia a los prácticos individuales, a lo que se opondrían los 
grupos antes mencionados. Concretamente, me gustaría saber si es un tema corporativo o de otra 
naturaleza. 


El otro tema al que me quiero referir tiene que ver con los fundamentos del régimen 
excepcional de contratos laborales, sobre el que si no me equivoco ya se planteó una pregunta. En su 
momento, cuando se creó este sistema, se produjo una prolongada discusión parlamentaria en relación 
con los plazos y el régimen de concurso o sorteo en el marco de “Uruguay Concursa”, que es una vía 
para poder ingresar como funcionario del Estado. 


El artículo 93 establece que las contrataciones no podrán tener un plazo superior a los 
veinticuatro meses -plazo que puede ser renovado- y que no se regirán por el procedimiento de 
reclutamiento y selección de personal de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Concretamente, mi 
consulta apunta a los fundamentos de esta disposición. Incluso, no sé si es claro el texto tal como fue 
aprobado en la Cámara de Representantes, porque luego de establecer la posibilidad de renovar el 
contrato por veinticuatro meses -de ser así, el plazo podría llegar a los cuarenta y ocho meses- dispone 
que cada renovación individual sucesiva al contrato original no podrá ser por un plazo superior a los 
veinticuatro meses. Me pregunto si en los hechos este texto no estaría habilitando la posibilidad de que 
se realicen renovaciones de contratos por veinticuatro meses más a los funcionarios que fueron 
reclutados por esta vía. 


Si no me equivoco, la señora Senadora Moreira planteó esta interrogante, pero la reitero 
porque este tema, como dije antes, oportunamente fue largamente discutido y se tuvieron en cuenta las 
prevenciones en el sentido de que una situación es la de los contratos para funciones no permanentes 
y, otra, es la que se produce cuando estos contratos pasan a ser permanentes, lo que a mi juicio es 
como una enfermedad del Estado uruguayo que hace que pululen las diversas formas contractuales, 
perjudicando en los hechos la carrera funcional. 


SEÑOR DA ROSA.- Quisiera formular una pregunta y hacer un planteamiento. 


Aunque no ha sido planteado concretamente en el articulado, esta tarde se ha conversado 
sobre el tema del traslado de la sede del Ministerio de Defensa Nacional a las instalaciones del viejo 
Aeropuerto Internacional de Carrasco. La pregunta que voy a formular apunta a si hacia allí se piensa 
trasladar exclusivamente lo que hoy es la sede central del Ministerio o si se está pensando en algún 
tipo de reorganización general de sus estructuras, habida cuenta del tamaño que tiene el edificio del 
viejo Aeropuerto Internacional de Carrasco. Esta pregunta me surgió cuando las autoridades del 
Ministerio hicieron referencia al tema del traslado de su sede y de que ya había una decisión tomada 
con relación a ello. 


Por otra parte, el planteamiento que iba a realizar tiene que ver con un tema que he 
mencionado en el Senado ya hace algún tiempo y sobre el cual he tenido una charla con el señor 
Ministro de Defensa Nacional. Se trata de que parte de las instalaciones de esta Cartera están en una 
vieja casona ubicada en la avenida 8 de Octubre que hace muchos años fue sede de la Casa de 
Estudiantes de Tacuarembó. Esa casa fue adquirida con recursos de ese Gobierno Departamental a 
los que se sumó una colecta pública que se hizo en los años sesenta del siglo pasado. En tiempos de 
dictadura, esa casa fue canjeada por una finca en estado ruinoso, que hoy está clausurada, ubicada al 
lado de donde funciona la Embajada de Francia -en la Avenida Uruguay- y por otro inmueble que 
también estaba en precarias condiciones, donde funcionaba el Hogar Estudiantil de la Intendencia. A 
muchos años de sucedido aquello y ya que el Ministerio se traslada de esa sede, mi planteamiento 
apunta a saber si existe alguna posibilidad de negociación con la Intendencia, a efectos de poder 
restaurar lo que consideramos fue una especie de despojo en su época. Como fruto de la conversación 
mantenida con el señor Ministro de Defensa Nacional, solicitamos un informe a la Asesoría Notarial del 
Ministerio, que ya nos fue remitido. En ese informe se señala que, en realidad, el canje no fue hecho 
con el Ministerio sino con la entonces Dirección General de Seguridad Social -que cumplía las 
funciones del actual Banco de Previsión Social en la época de la dictadura- porque el inmueble de la 
Avenida Uruguay en estado ruinoso pertenecía a esa Dirección, dependiente del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. Luego le remití al señor Ministro documentación que me fue proporcionada por el 
Departamento Jurídico de la Intendencia de Tacuarembó, en la que surge claramente que tanto el 
pedido de anuencia realizado por el Intendente interventor de entonces a la Junta de Vecinos, como la 
anuencia otorgada por esta, hacen referencia a los apuros y a la presión que en aquella época ejercía 
la autoridad militar, particularmente por el interés que tenía el Estado Mayor Conjunto -el Esmaco- de 
instalarse en esa dependencia, que después, con el tiempo y la adición de algún otro padrón de la 
zona, devino en sede del Ministerio de Defensa Nacional. 


Simplemente estoy aprovechando la presencia del señor Subsecretario para plantear el tema. 
Si bien es cierto que el canje se materializó jurídicamente con el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, reitero que del pedido de anuencia y de la propia anuencia otorgada en aquel entonces surge 
claramente que fue por presiones del gobierno militar, concretamente del Esmaco, que se materializó 
esa operación. 


Este pretende ser solamente un aporte para que se tenga presente o se considere la 
posibilidad de una negociación con la Intendencia para ver si, de alguna manera, a pesar del 
transcurso de los años, se puede reparar esa injusticia y ese despojo de la dictadura hecho al Gobierno 
Departamental de Tacuarembó. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Se nos han formulado varias preguntas; vamos a intentar contestarlas 
en forma clara y empleando el menor tiempo posible, porque algunas son bastante amplias. 


En primer lugar, sobre la pregunta realizada por el señor Senador Tajam en el sentido de cuál 
es el número adecuado de funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional, de fuerzas, puedo decir 
que ese número ha ido disminuyendo. En este momento tenemos números precisos para proporcionar 
a los señores Senadores. El total de funcionarios es de 27.198, que se distribuyen en distintas 
categorías en cuanto a ocupación, vacantes, reservas, ocupados, equiparados, personal civil, etcétera. 
¿Cuál es el número adecuado? Eso depende de muchas circunstancias y, fundamentalmente, de lo 
que hablábamos al principio, es decir, de la asignación de funciones. Hemos tenido un aumento de 
asignación de funciones en cuanto a lo que eran las funciones tradicionales. Las políticas de defensa a 
estudio en este momento consolidarán el tipo de misiones que llevemos adelante. Eso traerá consigo 
reformas de las leyes orgánicas y también la determinación del número, de la actuación con carácter 
conjunto o la existencia de “tres Ejércitos” -como tenemos hoy- que hacen acciones paralelas desde la 
formación hasta la ejecución de tareas. Esto debemos superarlo porque así está determinado por la 
propia ley orgánica y por la Ley Marco de Defensa Nacional. 


Con respecto a la forma en que estas fuerzas deben estar desplegadas a nivel nacional, 
quiero decir que hoy tenemos un despliegue que proviene de 1903 o 1904, cuando se determinó, en el 
contexto de las luchas entre la capital y el interior, que en cada capital departamental existiera una 
unidad de respuesta a la situación imperante en el momento. ¿Es lo que hoy precisamos? 
¿Necesitamos desplegar unidades conjuntas en la frontera? ¿Necesitamos dos fuerzas aéreas? Esas 
interrogantes tendrán su respuesta en nuestra propia política de defensa, que queremos elaborar 
conjuntamente. Ahí determinaremos exactamente el número de funcionarios y qué misiones 
seguiremos. Hoy cumplimos algunas misiones de carácter militar y otras que no lo son y, por otro lado, 
tenemos asignación de funciones en colaboración con otros Ministerios. Cuando hablamos de los 
programas al inicio de esta sesión nos referíamos a este tema. 


Si me preguntan a nivel personal, diría lo siguiente: creo que tendríamos que tener menos 
funcionarios, mejor capacitados y una organización diferente. Pero tenemos que dar tiempo al tiempo; 
esto requerirá un proceso y estamos trabajando en ello. Este comentario que hago a nivel personal, 
obviamente, no escapa a lo que piensa el señor Ministro porque, de otro modo, no me hubiera tomado 
la licencia de expresar lo que dije. 


En cuanto al tema de los Prácticos -que está incluido en el artículo 82- este es un proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo. Hemos escuchado las distintas voces y hemos visto la historia en este 
asunto. El artículo 82 eleva a nivel legal actuaciones que solamente tenían reflejo en resoluciones y 
decretos. Estamos otorgando ese nivel porque creemos que es necesario a esta altura de la actuación 
y por la importante respuesta que debe dar el país, que se ha desarrollado tanto en esa área, a nivel 
del practicaje. Eso sí, si bien la actuación de las corporaciones de prácticos es insoslayable, es el 
Poder Ejecutivo el que envía los proyectos para su tratamiento a nivel del Poder Legislativo. Como dije, 
estamos intentando elevar a nivel legal una situación que tuvo dificultades. La primera parte del artículo 
implementa un sistema de gestión para la formación y desempeño de la profesión, que fue elaborado 
por la corporación de prácticos y por prácticos individuales. Luego, en el segundo párrafo, se acotan 
los tiempos de gestión y se establece que los proyectos deberán ser presentados por la corporación de 
prácticos. Quiere decir que se establecen niveles diferentes; una cosa es la gestión y su presentación 
y, otra, la implementación. Por su parte, con respecto al otro actor, que es la Prefectura Nacional Naval, 
se establece: “La Prefectura Nacional Naval, a través de la Oficina de Pilotaje, realizará auditorías al 
sistema de practicaje nacional en su conjunto y en especial en lo que respecta a la formación, titulación 
y mantenimiento”. Las auditorías tienen que ver con el nivel de excelencia y las normas ISO que 
queremos utilizar en este sector específico, pero también en la formación en el área naval y otras áreas 
del Ministerio de Defensa Nacional. En resumen, queremos que exista un sistema de excelencia en un 
área de suma sensibilidad e importancia para el país, que requiere una respuesta de carácter legal 
específica a situaciones que hoy solamente se consideraban a nivel de resoluciones y decretos. 


En cuanto a la pregunta del traslado realizada por el señor Senador Da Rosa, quiero decir 
que el Ministerio de Defensa Nacional piensa trasladar al nuevo edificio -que, como decía el señor 
Senador, es muy grande y tiene mucha estructura- parte de las unidades dependientes del Programa 
001 -Administración Central- como la Dirección Nacional de Pasos de Frontera -que hoy está ubicada 
en una gran casona en la zona del Parque de los Aliados- el Estado Mayor de la Defensa, la Comisión 
Investigadora de Accidentes e Incidentes de Aviación -que funcionaba en la Dinacia- el Instituto 
Antártico Uruguayo, etcétera. 


Esa es la respuesta que puedo dar al planteo realizado por el señor Senador. También soy 
oriundo del interior y sé lo que implica tener una casa para los estudiantes que deben desplazarse a 
Montevideo y no tienen los recursos necesarios para hacerlo; esa es una lucha permanente de la gente 
del interior. Sé que el Ministro es sensible ante este tipo de situaciones y nuestra Cartera está siempre 
abierta a atender los planteamientos, más cuando el antecedente es el que mencionó el señor 
Senador. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Contestaré la pregunta referida al artículo 93, acerca de las contrataciones en 
el Hospital de Sanidad. 


Este artículo busca, de alguna manera, reparar una situación de larga data en el Hospital. 
Hay una plantilla de un centenar de funcionarios, aproximadamente, que realizan las tareas de 
reparación y mantenimiento hospitalario. Hay unos pocos asesores Ingenieros, pero la gran mayoría - 
aproximadamente ochenta y cinco- son personas de oficio. Este personal tiene un promedio de veinte 
años en su función y ha permanecido siempre en situaciones contractuales bastante precarias. 


Con el asesoramiento y la colaboración de la Oficina Nacional del Servicio Civil nos 
abocamos a buscar una figura que fuera adecuada porque estas personas no podían ser fácilmente 
incluidas en el provisorato. Ellas se rigen por los laudos salariales de la construcción, por lo cual el 
provisorato representaba un gran prejuicio desde el punto de vista de sus ingresos. 


Según afirmaciones de la Oficina Nacional del Servicio Civil, esta fórmula ya fue utilizada en 
el Sodre, con buenos resultados, y es una solución que a nosotros nos resulta, puesto que nos permite 
mantener esta plantilla de trabajadores que se ha especializado en este tipo de tareas y no es el 
espíritu del Ministerio iniciar una renovación de este personal. Espero haber aclarado la duda con 
respecto a este punto. 


El artículo 93 busca, simplemente, dar estabilidad y formalidad a la situación de esta cantidad 
de trabajadores. Destaco que hay casos de personas que se encuentran cumpliendo dicha función 
hace veintisiete años en el Hospital de Sanidad y consideramos que son realmente importantes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le agradecemos a la delegación del Ministerio de Defensa Nacional la 
presentación realizada. 


Les recuerdo a los señores Senadores que en el día de mañana tenemos las audiencias con 
las organizaciones sociales y sindicales que así lo han solicitado. Pediría que por lo menos se hiciera 
presente un señor Senador por partido político. La Comisión será de 9: 30 a 12 y de 14: 30 a 17, y 
tenemos agendadas veintidós entrevistas. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 32 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


